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Motivación y presentación del estudio 
 
Desde mi licenciatura en la Universidad de Barcelona y el inicio de mi actividad 
laboral, el interés por el área de la psicología jurídica y la tarea del psicólogo forense 
como auxiliar de los Tribunales de Justicia ha sido una constante a lo largo de los 
años, posibilitando mi participación profesional, a la par que una creciente inquietud 
por la investigación en un área sumamente compleja en que se ven afectados menores 
por causa de la separación o divorcio de sus progenitores. Diferentes cursos y 
seminarios de postgrado en psicología jurídica, como discente o docente, han jalonado 
mi formación hasta obtener la acreditación de experto en psicología forense y la 
acreditación como experto en resolución de conflictos y mediación, otorgadas por el 
Col·legi Oficial de Psicologia de Catalunya. 
 
A partir de mis inicios profesionales como psicólogo del cuerpo técnico superior del 
Departamento de Justicia, adscrito a centros penitenciarios y a centros de tutela de 
menores, me vi confrontado con la necesidad de responder a las demandas de informes 
técnicos psicológicos de la Administración y de los Tribunales de Justicia. 
Posteriormente, durante los últimos veintiséis años, en el tratamiento de pacientes 
drogodependientes emití sendos dictámenes como psicólogo forense en el área del 
Derecho penal. También realicé informes psicológicos en el área del Derecho de 
Familia. Me formé además como Mediador Familiar adscrito al Centre de Mediació de 
Dret Civil de la Generalitat de Catalunya. Últimamente en el COPC, he completado en 
el área de resolución de conflictos, la formación como coordinador de parentalidad 
para poder intervenir en familias altamente conflictivas con dificultades tras la 
disolución de la relación en separaciones o divorcios. 
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En cuanto a la actividad docente, impartí diversos seminarios a policías locales, a 
médicos del ICSS, a asociaciones de padres y a profesores de institutos de educación 
secundaria del Baix Empordà. Asimismo impartí seminarios en el Servicio de 
Psicología Aplicada de la UNED de Girona, en el Col·legi Oficial de Psicologia de 
Catalunya e impartí dos cursos académicos en el Instituto de Criminología de la 
Facultad de Derecho de Barcelona, relacionados con la actividad profesional, en los 
que los informes periciales estaban directa o indirectamente presentes, y que indujeron 
en mi, un creciente interés por la investigación en éste área. En la actualidad imparto 
formación en relación a la mediación familiar y a la coordinación de la parentalidad. 
 
El estudio teórico y el contexto profesional me permitió delinear los objetivos de la 
investigación. Desde la implantación en España, de la Ley del divorcio en 1981, he 
ejercido mi profesión observando la evolución que ha ido adquiriendo el psicólogo 
jurídico en estas tres últimas décadas. En el medio anglosajón, la declaración de 
“amicus curiae” en el caso Jenkins versus EEUU, representó un hito histórico acaecido 
en 1962, en que el testimonio sobre el trastorno esquizofrénico de un procesado, 
elaborado por tres psicólogos peritos, fue rechazado en primera instancia por el 
Tribunal. La Asociación Psiquiátrica Americana alzó una protesta formal y se opuso a 
la admisión del psicólogo como perito. En el recurso de casación fue admitida la 
pericia psicológica que se estimó atinada. Desde ese momento el psicólogo fue 
reconocido como experto en su especialidad (Arch y Jarne, 2010; Torres, 2002). 
 
En nuestro entorno, desde los años ochenta del pasado siglo, la figura del psicólogo 
forense ha cobrado gran importancia en el ámbito jurídico desarrollándose diferentes 
áreas de intervención. En estos años se ha observado un importante auge de las 
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intervenciones periciales psicológicas ante los tribunales  (Aguilera y Zaldívar, 2003; 
Fariña, Arce y Novo, 2005; Molina, Arch y Jarne, 2012). Sin embargo, en contraste a 
las numerosas publicaciones teóricas, no existen apenas publicaciones sobre la 
practica real de los informes periciales constituyendo así un vacío empírico que resulta 
urgente cubrir (Kelly y Ramsey, 2009; Symons, 2010). 
 
En Septiembre del año 2011 presenté a la Universitat Ramón Llull la  solicitud de 
inscripción en el Doctorado y la integración en el Grupo de Investigación sobre 
Conductas Desadaptativas de la Facultat de Psicologia, Ciències de l’Educació i de 
l’Esport Blanquerna. Continué con la idea original del estudio sobre el informe 
psicológico pericial en Derecho de familia, que posteriormente se concretó en el 
estudio de la relación entre las sentencias emitidas en asuntos contenciosos y de los 
informes periciales del sector privado y del sector público. Además, en la evolución de 
la investigación, surgió la necesidad de aportar una reflexión complementaria, no sólo 
circunscrita a la tarea pericial del psicólogo jurídico, sino también, a la tarea de la 
mediación y de la coordinación de parentalidad, que se ocupan del proceso estipulado 
para la resolución de conflictos que afectan a los menores víctimas de separaciones o 
divorcios conflictivos de sus progenitores. No podían faltar estas aportaciones 
colaterales al trabajo central de la tesis.  
 
La tesis doctoral por compendio de publicaciones que se presenta, contiene ocho 
artículos publicados en revistas científicas indexadas en bases de datos 
internacionales. En el contenido de los artículos, se identifica la evolución de la 
investigación orientada hacía una misma línea: el estudio del contenido, estructura y 
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metodología del informe pericial y de su relación con las sentencias judiciales y las 
aportaciones de la mediación y la coordinación de la parentalidad.  
 
La praxis del psicólogo jurídico requiere de un contexto adecuado para generar un 
conocimiento transferible. De acuerdo con Quevedo-Blasco, Ariza y Raya (2012), al 
ser una ciencia complementaria del Derecho, implica que ha de formular soluciones a 
las necesidades que figuran en la intersección entre la Psicología y la Ley. Pero, tal 
interacción está en permanente evolución porque el Derecho debe responder a las 
necesidades sociales, por lo que éste expresa persistentemente nuevas demandas a las 
que la psicología jurídica ha de tratar de responder desde el conocimiento científico 
actualizado y contingente. Razón que requiere el incremento y actualización de 
profesionales con formación para ser investigadores en esta área. Por otra parte, la 
implementación de prácticas y conocimientos de otros procedimientos y realidades 
legales han planteado una carencia de validez externa. Sin embargo, ello no ha sido un 
obstáculo para que la psicología jurídica española actuara desarrollando un 
conocimiento y una validación, fundamentalmente colegial, de buenas prácticas 
adecuadas a las exigencias concretas de la realidad legal española (COP, 2010; COPC, 
2014; Quevedo-Blasco et al, 2012). La psicología jurídica es axiomáticamente 
multidisciplinar y su objeto de investigación esencial es clínico, metodológico, 
psicobiológico, evolutivo o social. Una buena parte de la investigación se produce en y 
para el contexto legal español, por cuanto difícilmente es publicable en revistas 
extrajeras, puesto que se contraviene un criterio esencial para la consideración en 
revistas foráneas: la relevancia del artículo para la comunidad científica a la que ésta 
se dirige (Quevedo-Blasco et al, 2012). 
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Un estudio bibliométrico (Arch, Pereda, Jarne, Andrés y Guardia, 2010) puso de 
manifiesto que en la producción científica de la psicología forense en España existe 
una tendencia creciente a ajustarse a la Ley de crecimiento exponencial (Lotka, 1926), 
de cuantificación  sobre la distribución de los autores según su productividad. Por lo 
que se manifestó la tendencia a publicar en una única autoría o bien en pequeños 
grupos (Arch et al, 2010). Hasta finales de la década de los ochenta, del siglo pasado, 
se observa en España una notoria ausencia de actividad científica, que propició un 
vacío en el conocimiento. Así pues, en España las primeras publicaciones científicas 
se sitúan a finales de los años ochenta, lo que evidencia su relativa juventud del área 
de especialización, en que sólo el 1,42 % de artículos se encuentran incorporados en el 
listado del ‘Institute for Scientific Information’ (Arch et al, 2010).  
 
Tomando en consideración los aspectos mencionados, la elección de las revistas 
nacionales para la publicación de los artículos que componen la presente tesis doctoral 
por compendio de publicaciones, se justifica porque el estudio empírico es de interés 
para la comunidad científica de ámbito español y esencialmente relacionado con una 
legislación específica autonómica y/o estatal. Su aceptación es difícil, desde el punto 
de vista de su relevancia, en otros medios internacionales al ser de menor interés o 
aplicación en otros entornos científicos. El octavo artículo, es la única excepción, 
porque su temática sobre la comunicación en la mediación familiar puede resultar de 
interés más general, y se remitió, al ser invitados para participar, en una revista 
colombiana especializada en derecho, dado que en ese país se está gestando un 
proceso de implantación progresivo de la mediación familiar. 
 
En base a  los argumentos precedentes, se seleccionaron las siguientes revistas:  
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1) Un artículo en la revista  “Anuario de Psicología Jurídica”, de interés para los 
profesionales del sector, que está indexada en:  ANECA, Academic Search Complete 
(EBSCO), DICE & RESH, (CINDOC, CSIC), Dialnet, DOAJ (Directory of Open 
Access Journals), EBSCO, Google Académico, ISOC (CINDOC, CSIC), Latindex, 
PSICODOC, Psyke, Redalyc, Rebuin, Science Direct, Scopus.  
 
2) Un artículo en la revista “Acción Psicológica” que está indexada en las siguientes 
bases de datos: a) Bibliográficas internacionales: Academic Search Complete y 
Academic Search Premier (EBSCO), ProQuest Psychology Journals, DOAJ, First 
Search (OCLC), PubPsych (ZPID), SciELO, Open J-Gate, Dialnet, e-Revistas, 
Redalyc; b) Bibliográficas nacionales: COMPLUDOC, ISOC (CSIC-CINDOC), 
PSICODOC, PSYKE; c)De evaluación de la calidad de revistas: CIRC, DICE, IN-
RECS, LATINDEX, MIAR, RESH; d) Para la identificación de revistas: ISSN, 
Ulrich´s, e) Catálogos de bibliotecas: ARIADNA (BNE), REBIUN, CCPP (MECyD), 
WORLDCAT (USA); f) Repositorios: E-spacio, E-ciencia, Recolecta. Su Factor de 
impacto IN-RECS 2011 = 0.362 (Posición 21, 2º cuartil de Psicología). Acción 
Psicológica cumple con los requisitos del doctorado de la UNED al cumplir los 33 
criterios de calidad LATINDEX. Índices de citas Google scholar. Desde 2010 Índice 
h(98), Índice i (1053). 
 
3) Tres artículos en la revista “Papeles del Psicólogo” que está incluida en las bases de 
datos: PsycINFO, Psicodoc y del ISOC (Psedisoc), del DOAJ (Directory of Open 
Access Journals) Elsevier Bibliographic Database: SCOPUS, Redalyc, IBECS, 
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EBSCO y Dialnet. Su Factor de impacto IN-RECS 2011 = 0.671 (Posición 9, 1º cuartil 
de Psicología). 
 
4) Dos artículos en la revista “Escritos de Psicología” que está incluida en las 
siguientes bases de datos: Dialnet, DICE, EBSCO, e-revist@s, Directory of Open 
Access Journals (DOAJ), Directorio DULCINEA, Índice H de 8 (19 de 39) según 
Google Scholar Metrics (2009-2013), Factor de impacto IN-RECS 2011 = 0.205 
(Posición 28, 2º cuartil de Psicología), J-Gate, LATINDEX,  PSICODOC, 
RECOLECTA, REDALYC, SciELO, Ulrich’s International Periodicals Directory. 
Escritos de Psicología-Psychological Writings ha recibido una calificación de 
"Excelente" y el sello de calidad de la "Fundación Española para la Ciencia y la 
Tecnología" (FECYT). 
 
5) Un artículo en la revista colombiana de Derecho, “Pensamiento Americano”, 
indexada, con sistema de revisión por pares, e incluida en DOAJ (Directory of Open 
Access Journals). 
 
La estructura de la tesis doctoral por compendio de publicaciones se compone de 
cuatro partes: a) Marco teórico, conceptual y jurídico de la tesis, b) Investigación 
empírica en donde se presentan: la justificación, los objetivos del estudio, las 
consideraciones éticas y los permisos solicitados para la investigación. c) Compendio 
de ocho artículos publicados, d) Discusión y conclusiones. Finalmente se explicitan las 
limitaciones y las sugerencias para futuras investigaciones. 
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La estructuración del compendio de artículos de la tesis está compuesto por ocho 
artículos diferenciados e interconectados entre sí en relación al Derecho de familia: 
Los dos primeros son estudios preliminares: a) El primero es una revisión de los 
conceptos jurídicos nacionales que son necesarios para orientar la praxis profesional 
del psicólogo forense en el entorno catalán; b) El segundo analiza  el marco legislativo 
internacional del Convenio de la Haya de 1980 (CH, 1980), así como el enfoque que 
han de tomar las evaluaciones de la custodia internacional de menores que afectan a la 
toma de decisiones judiciales sobre la guarda y custodia y, por consiguiente, a las 
evaluaciones de la custodia de menores. 
 
En el tercer artículo se ha analizado la estructura, metodología y contenidos del 
informe pericial psicológico presentado ante los tribunales de familia. Se han 
estudiado los informes emitidos por los equipos psicosociales adscritos a los juzgados 
de familia y los informes emitidos por psicólogos en ejercicio privado con formación 
especializada forense y sin esta formación.  
 
En el cuarto artículo de investigación se analizaron los razonamientos y las 
atribuciones dictadas en las resoluciones judiciales registrados en los Juzgados de nº 
15, 16, 17, 18, 19, 45 y 51 de Barcelona, sobre la custodia de menores de expedientes 
contenciosos entre enero de 2007 y diciembre de 2013, tomando en consideración  el 
cambio legislativo catalán en relación a la implantación de la Ley 25/2010, 




En el quinto artículo, se presenta una investigación acerca de la valoración que los 
informes psicológicos aportados por peritos privados y peritos del equipo psicosocial 
reciben en las sentencias emitidas en los Juzgados de Familia, en asuntos contenciosos 
registrados en los Juzgados de nº 15, 16, 17, 18, 19, 45 y 51 de la ciudad condal.  
Por último, se presentan tres artículos complementarios, importantes para ayudar a la 
disminución o la resolución de conflictos post divorcio y en estrecha relación con el 
Derecho de familia. Los dos primeros tratan sobre la mediación familiar, en sus 
aspectos de revisión sobre la inclusión del menor, o la focalización en el menor, y 
sobre el proceso de la comunicación en la mediación familiar. El tercero presenta la 
figura emergente en nuestro entorno del coordinador de parentalidad, y que se trata de 
un rol altamente especializado para intervenir con efectividad en estas familias para 
minimizar el conflicto interparental, en beneficio especialmente del/s hijo/s y de los 
progenitores.  
 
Esta tesis, o alguna de sus partes, ha sido expuesta a la comunidad científica en 
eventos académicos y se dictó una conferencia  en el Col·legi Oficial de la Psicologia 
de Catalunya el día 9 de Marzo de 2015, dirigida al sector profesional, auspiciada por 
la sección jurídica del COPC. 
 
Considero que es inicio y continuación de proceso de formación permanente y de la 
























Contextualización y fundamentación conceptual y jurídica de la tesis 
 
Se entiende por Derecho el conjunto de leyes, preceptos y reglas a que están sometidos 
los hombres en su vida social. Por su parte la Psicología es la ciencia que estudia el 
comportamiento humano en el más amplio sentido del enunciado. La Psicología y el 
Derecho poseen un factor común en su objeto de intervención: el comportamiento de 
las personas. Son ciencias humanas y sociales. El conjunto de leyes organizadas en la 
jurisprudencia recogen forzosamente conceptos psicológicos como: acto, conducta, 
comprensión, aptitud, voluntad, etc., y psicopatológicos como: alteración psíquica o 
anomalía, trastorno mental, enfermedades o deficiencias psíquicas, etc. (Urra y 
Vázquez, 1993). 
 
Se ha dado  un desarrollo creciente en las relaciones entre ambas disciplinas hasta 
llegar a lo que se ha denominado “Psicología Jurídica” cuyos especialistas constituyen 
el sexto grupo profesional dentro de la profesión del psicólogo (Santolaya, Berdullas y 
Fernández, 2002). El trabajo que desempeñan los psicólogos en el ámbito jurídico ha 
sido  denominado de forma diferente en el transcurso de los años: Psicología Jurídica, 
Psicología del Derecho, Psicología Forense, Psicología Judicial, Psicología 
Criminológica, etc. Esta multiplicidad en su léxico manifiesta cierta ambivalencia, a la 
par que una amplia gradación de posibilidades de desarrollo. No obstante, parece ser 
que el término actual de mayor aceptación es el de Psicología Jurídica aunque siguen 
utilizándose otras denominaciones en función del tema específico. El concepto de  
Psicología Jurídica, desde una perspectiva amplia, se basa en el estudio científico 
aplicado de la profesión de la psicología a las cuestiones y temas que requieren 
ordenación legal (Urra y Vázquez, 1993). 
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La toma de decisiones judiciales constituye una de las piezas claves de nuestro sistema 
social de tal modo que éstas entienden, en última instancia, sobre temáticas tan 
sensibles  socialmente como los delitos penales o los conflictos entre las partes (Arce, 
Fariña y Seijo, 2005). Si bien todas las decisiones judiciales son sumamente 
trascendentes, aquéllas que tienen por objeto a menores no sólo demandan una 
decisión justa sino también efectiva para éstos (Arce et al, 2005). 
 
Desde esta óptica, el ordenamiento jurídico español determina que en la guarda y 
custodia de los menores inmersos en un proceso de separación o divorcio de sus 
padres debe prevalecer el principio del ‘interés superior del menor’ (Angosto, 2003). 
La promulgación en el ordenamiento jurídico español de la Ley del Divorcio de 13 de 
mayo de 1981, de la Ley 30/81 de 7 de Julio de 1981, Ley 11/90 de 15 de octubre de 
1990, y posteriormente la Ley 25/2010, de 29 de Julio, del libro segundo del Código 
Civil de Catalunya además de otras legislaciones autonómicas: Comunidad 
Valenciana, la Comunidad Foral Navarra, y Comunidad Aragonesa, relativo a la 
persona y la familia, que en sus principios, recoge como objetivo primordial a la par 
que refuerza, el principio del interés superior del menor en relación con el conjunto  de 
instituciones y ámbitos  en que  su persona o patrimonio puedan verse afectados por 
decisiones que otros tomen en su nombre. Esta nueva normativa proporciona además, 
criterios para perfilar mejor tal interés en relación a las circunstancias del caso 
concreto, en especial cuando se hayan de establecer las responsabilidades parentales 
sobre los hijos menores tras la ruptura matrimonial o de la convivencia estable en 
pareja, así como en el desarrollo de la potestad parental o de la tutela (Institut de Dret 
Privat Europeu i Comparat de la UdG, 2010). 
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El magistrado o el juez deben confiar la guarda y custodia a aquel progenitor que más 
se adapte a las necesidades del o de los menores (Arce et al, 2005). De acuerdo con 
Arch y Jarne (2008) a pesar del intenso debate que viene manteniéndose en nuestro 
país alrededor de las custodias disputadas, y más concretamente respecto de las 
opiniones y valoraciones sobre el novedoso concepto de “custodia compartida”, 
actualmente existen escasos datos empíricos que ofrezcan una imagen real de las 
creencias y preferencias de los profesionales (juristas y psicólogos) que intervienen en 
los casos donde se rivaliza por la custodia de un menor. En dicho estudio, tanto los 
psicólogos forenses como los juristas consultados manifestaron una preferencia por la 
custodia exclusiva pero con un amplio régimen de visitas a favor del progenitor no 
custodio. La custodia compartida era seleccionada, aunque de forma minoritaria, tanto 
por los psicólogos como por los abogados pero no así por los jueces, ya que ninguno 
de ellos mostró una preferencia por este sistema. Sin embargo, resulta curioso 
observar como mayoritariamente el grupo de jueces optó por un sistema que al incluir 
pernoctas  inter semanales, en la práctica, podía resultar un reparto cercano al 50% del 
tiempo de tenencia de menor con los padres (Arch y Jarne, 2008). Una posible 
influencia en la respuesta [de los jueces] se relacionaría más con la idea de 
“incapacidad” de los adultos para manejar un sistema [de custodia compartida] que se 
puede sobreentender que requiere de un mayor nivel de acuerdo interparental en las 
cuestiones que afectan a los menores más que a la consideración de que el contacto 
igualitario del niño con ambos progenitores pueda de alguna forma perjudicarles, ya 
que, como se indicó anteriormente, la pauta de contacto preferida ha supuesto de facto 
una custodia física común (Arch y Jarne, 2008). Es interesante señalar que a pesar de 
la desconfianza palpable que parece generar la custodia compartida en los tres grupos 
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[juristas, psicólogos y jueces] todos ellos opinan –en función de su propia experiencia- 
que el resultado de este sistema no es negativo (…). Esta disparidad entre la 
preferencia expresada y la información obtenida puede estar relacionada con la corta 
vida de que dispone su regulación jurídica en nuestro país (Ley 15/2005; Arch y Jarne, 
2008).  
 
La Psicología Forense hace referencia a las actividades que el psicólogo puede 
efectuar ante los tribunales de justicia, es decir en el "foro". La Psicología Forense se 
define así, como la ciencia que enseña la aplicación de todo conocimiento y saber de 
la Psicología ante las preguntas de la Justicia, y coopera en todo momento con la 
Administración de Justicia, interviniendo en el foro (tribunal), optimizando el ejercicio 
del Derecho (Urra, Vázquez, 1993). 
 
Pero este trabajo de especialización de la intervención del profesional de la psicología 
forense no ha estado exento de dificultades, a causa de la diversidad de criterios en la 
evaluación forense y en los propios contenidos de los dictámenes periciales. Cada vez 
más se tiende a diferenciar entre la evaluación clínica y la evaluación forense 
(Fernández-Ríos y Buela-Casal, 2009; Montero y León, 2007); análogamente se 
plantean modelos integrales de actuación a nivel científico y deontológico, sin 
menoscabo de las características específicas de las periciales psicológicas en cada 
ámbito jurisdiccional (Echeburúa, Muñoz y Loinaz, 2011). 
 
La tabla 1 muestra las diferencias fundamentales entre la evaluación clínica y la 
evaluación forense que vienen delimitadas por el contexto y el objeto de la 
exploración psicológica. El propio contexto de la intervención marca las pautas 
relacionales distintas entre el profesional y el sujeto evaluado (Ackerman, 2010; 
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Echeburúa et al, 2011). 
Así pues, los profesionales de la psicología han adquirido un importante 
reconocimiento gracias a la labor ejercida, en gran medida como peritos, tanto desde el 
ámbito privado como desde la intervención desempeñada en la Administración de 
Justicia, destinados en clínicas médico-forenses, juzgados de familia, juzgados de 
menores, juzgados de vigilancia penitenciaria, centros penitenciarios, o como 
mediadores ya sea en ámbito civil o sea en el medio penal, etc.  
Tabla 1 
Evaluación forense y evaluación clínica (Echeburúa, 2010) 







Aplicación de la función pericial en nuestro país: El papel del psicólogo en el 
Derecho de Familia 
 
En España, la función de los peritos viene regulada en el Derecho Civil por la Ley de 
Enjuiciamiento Civil y en el Derecho Penal en la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Los 
peritos son terceras personas con conocimientos especializados llamados al proceso 
para aportar conocimientos técnicos que el Juez al ser un experto en la Ley no tiene 
por qué poseer y que son necesarios para la percepción y apreciación de hechos que no 
podrían captarse sin tal pericia (Ley 1/2000, de 7 de Enero de 2000; Real Decreto de 
14 de septiembre de 1882). 
 
Sin embargo, hay que subrayar que se han observado diferencias de criterios en 
algunos informes forenses que alertan sobre la necesidad de regular la formación 
específica forense dada la ingente responsabilidad profesional, en concordancia con el 
art. 17 del Código Deontológico (Colegio Oficial de Psicólogos, 2010), y 
recientemente, planteada en el proyecto no de Ley de la Comisión de Justicia de las 
Cortes Generales (BOCG, 2013), y por consiguiente, poder mejorar la formación y la 
intervención forense de los profesionales dedicados a ésta área.  
 
Conforme al Artículo 92 de la Ley 30/81, de 7 de Julio, se introdujo en el Código 
Civil, con relación a la separación, la nulidad y el divorcio, un instrumento auxiliar del 
enjuiciamiento mediante el cual el juez, de oficio o a petición de los interesados, 
puede recabar el dictamen de especialistas, en relación con las medidas a adoptar 
sobre cuidado y educación de los hijos (Ley 30, 1981). El divorcio puede ser o no un 
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proceso conflictivo pero puede perturbar en mayor o menor medida la estabilidad 
emocional del menor, porque, además de vivir su propio proceso de separación de sus 
padres, tiene que afrontar y adaptarse a prescindir de la relación de convivencia 
habitual con uno de sus progenitores. 
 
Efectuar un dictamen pericial sobre la custodia tiene implicaciones directas sobre la 
vida del menor y su desarrollo. El interés superior del menor en tanto que principio 
fundamental trata de garantizar y proteger  su bienestar, éste interés debe ser la guía  
de todo el proceso de evaluación y elaboración del dictamen pericial. A partir de dicho 
principio se desprende que toda evaluación sobre la idoneidad de los progenitores para 
la custodia de sus hijos ha de gravitar sobre la premisa de que ambos padres son 
igualmente adecuados para dicho ejercicio, por ello, la evaluación habrá de incluir a 
todo el grupo familiar en su conjunto (C O P, 2010).  
 
Las evaluaciones psicológicas en Derecho de familia suelen incluir el análisis de la 
atribución de la guarda y el diseño del régimen de contacto con los padres más 
adecuado para el menor. Estos dictámenes han de fundamentarse en la valoración 
conforme a técnicas, procedimientos, e instrumentos psicológicos científicamente 
validados y fiables, para poder realizar el análisis de la competencia y capacidades 
personales de los progenitores con relación al apropiado ejercicio de la custodia de los 
hijos menores, razonando sobre variables individuales relevantes, así como las 
correspondientes a la dinámica familiar y al contexto en que se desarrolla. En este 
sentido, un informe pericial psicológico consiste en la opinión razonada de un 
especialista sobre qué medidas a adoptar pueden resultar más beneficiosas para el 
menor en caso de separación o divorcio de sus progenitores, lo cual no siempre es 
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factible, y en cuyo caso, será preciso reconocer las limitaciones, y en la medida de lo 
posible valorar, y proponer cuál de ellas resulte menos nociva para su desarrollo y 
equilibrio psicosocial.  
 
El psicólogo forense debe saber que las separaciones o divorcios pueden ser amistosas, 
de común acuerdo o contenciosas, y ha de comprender, que las relaciones paterno-
filiales pueden conllevar una gradación de intensidad del conflicto de la comunicación 
que va desde la normalidad hasta situaciones sumamente patológicas, en función de la 
existencia o no, de un adecuado dialogo por parte de los adultos, hasta alcanzar 
determinadas posiciones como por ejemplo el rechazo relativo o total del menor hacia 
la figura del progenitor no custodio, lo que puede suceder, cuando el nivel de rivalidad 
y discrepancias entre los padres es muy elevado e involucran en sus contiendas a los 
hijos (Gardner, 1998). Frente a un divorcio conflictivo mal resuelto las victimas son 
los menores y éstos, en ciertos casos, necesitaran ser escuchados o derivados a 
servicios específicos de tratamiento o de mediación familiar. Pertenecer a una familia 
implica la participación, a través del discurso y del comportamiento, en el relato 
familiar (Rodríguez-Domínguez y Roustan, 2015a). Es ya conocida, la perspectiva 
sistémica de Bateson y Ruesch (1951), que subrayaron la importancia del relato y de la 
comunicación para poder existir. Basándose en el análisis de la comunicación 
sostenían que la discontinuidad entre una clase y sus miembros está constantemente e 
inevitablemente rota, y por consiguiente, una patología puede instaurarse mendiante la 
existencia de una fractura lógica en la comunicación. 
 
Asimismo, la literatura ha revelado que los adultos que sufrieron en su infancia el 
divorcio de sus progenitores, en relación a la propia historia marital de estos adultos, 
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podrían explicar los elevados niveles observados de depresión (Uphold-Carrier y Utz, 
2012). El estudio de Uphold-Carrier y Utz (2012) favorece la comprensión de por qué 
el divorcio y el estado civil de los padres afecta a la depresión posterior en los hijos e 
ilustra la importancia de la edad de los niños y adolescentes en relación a los efectos 
del divorcio de los padres. Dicho estudio relacionó la vivencia del menor y su edad 
con el divorcio de sus padres, lo que acarreó que los hijos pensaran con mayor 
frecuencia en el divorcio de sus padres, así como su implicación en los conflictos, en 
comparación con aquellos menores cuyos padres aún estaban casados (Uphold-Carrier 
y Utz, 2012).  
 
En función del mandato del Interés Superior del Menor, la legislación intenta en 
primer lugar proteger a éstos de las consecuencias negativas de disolución de su 
familia. A medida que la producción científica provee estudios con una base 
metodológica sólida, se evidencian los factores concretos que influyen en un resultado 
negativo para los menores, entre los que resulta especialmente significativo, la 
influencia de la exposición a conflictos interparentales (Arch, 2010). Profundizando en 
ello, Camara y Resnick (1988) informaron que los hijos de padres divorciados que no 
se encontraban expuestos a conflictividad presentaban mejores niveles de ajuste a 
largo plazo que los niños cuyos padres permanecían juntos en una convivencia con 
alto nivel de conflictividad. Entre los conflictos más difíciles de resolver en los 
procesos de ruptura familiar y que mayor ansiedad genera a todos los miembros de la 
familia, especialmente a los niños, se encuentran los conflictos sobre la pauta de 
contacto y relación a establecer entre los progenitores y sus hijos tras la separación o 
divorcio (Galatzer-Levy y Kraus, 1999; Johnston y Campbell, 1988). En nuestro país, 
según el Consejo General del Poder Judicial (2008) de las 141.108 separaciones y 
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divorcios tramitados durante el año 2007, el 61,78% fueron resueltos en 
procedimientos contenciosos, por tanto, más de la mitad de las familias legalmente 
casadas que regularon su ruptura, probablemente disputaron judicialmente la guarda y 
custodia de sus hijos y/o el régimen de visitas que debía establecerse (Arch, 2010). 
 
Una de las cuestiones más complejas y controvertidas en las valoraciones periciales 
para la recomendación de un sistema de guarda y custodia exclusiva versus custodia 
compartida y/o para la de una pauta de visitas respecto del progenitor no custodio, se 
ha encontrado precisamente en estas familias con elevada conflictividad interparental 
(Arch, 2010). Aún con todo, cabe considerar la posibilidad de que parejas que 
mantienen conflictos entre ellos puedan mostrarse capaces de algún grado de 
cooperación en beneficio de sus hijos (Arch, 2010; Camara y Resnick, 1988). Camara 
y Resnick (1988) ofrecen hasta cuatro tipologías diferenciales que requieren de 
diferentes estructuras y posibles intervenciones. La tabla 2 recoge los estratos 
definidos por los autores y las consideraciones que pueden derivarse en función de 
estas variables (Arch, 2010). Un ulterior desarrollo es la coordinación de parentalidad 
proviniente del medio anglosajon y que pretende implantarse en Catalunya 










Tipologías de familia en función del nivel de conflicto y de cooperación. 
Adaptado (Camara y Resnick, 1988) reproducido con autorización por cortesía, Arch, (2010). 
 
 
En nuestro entorno, el Libro II del Código Civil de Catalunya retoma esta necesidad 
de no aplicar ‘soluciones estandarizadas’(Arce et al, 2005) y, en lo que respecta a la 
responsabilidad de los progenitores hacía los hijos en ocasión de separación o 
divorcio, aporta dos novedades importantes. La primera es que toda propuesta de los 
progenitores sobre esta materia se habrá de incorporar al proceso judicial en forma de 
plan de parentalidad, que es un instrumento para concretar la forma en que ambos 
progenitores piensan ejercer las responsabilidades parentales, en el cual se detallarán 
los compromisos que asumirán respecto de la guarda y custodia y la educación de sus 
hijos. Se facilita la colaboración entre abogados de cada una de las partes con 
psicólogos, educadores y/o trabajadores sociales independientes, para que realicen una 
intervención focalizada en los aspectos relacionados con la ruptura antes de presentar 
la demanda. Se pretende así favorecer la concreción de los acuerdos, la trasparencia 
para ambas partes y el cumplimiento de los compromisos adquiridos (Institut de Dret 
__________________________________________________________________ 31 
Privat Europeu i Comparat de la UdG, 2010). La segunda novedad, es que se 
abandona el principio general según el cual la ruptura de la convivencia entre los 
progenitores signifique automáticamente que los hijos se hayan de apartar de un 
progenitor, para encomendarlos individualmente al otro. Por el contrario, se introduce 
como norma que la nulidad, el divorcio, o la separación no alteren las 
responsabilidades de los progenitores hacía los hijos. Por consiguiente, estas 
responsabilidades se mantienen, después de la ruptura, le corresponde a la autoridad 
judicial determinar el carácter compartido, si no hay acuerdo sobre el plan de 
parentalidad o sí éste no fuese aprobado, como se habrán de ejercer las 
responsabilidades parentales, y en particular, la guarda del menor, ateniéndose al 
carácter conjunto de éstas y al interés superior del menor. Se estima que la 
coparentalidad, y el mantenimiento de las responsabilidades parentales compartidas 
reflejan materialmente el interés del hijo, en la continuidad del mantenimiento de una 
relación estable con ambos progenitores. La igualdad de derechos y deberes entre los 
progenitores pretende eliminar las dinámicas de ganadores y vencidos, y pretende 
favorecer la colaboración subrayando  los aspectos afectivos, educativos y 
económicos. De ello, se desprende que el legado del libro II del Código Civil, trata de 
amparar fórmulas de coparentalidad, así como la práctica de la mediación familiar 








Los procesos de divorcio conflictivo: situación actual 
 
El Instituto Nacional de Estadística (2014) estimó que en 2013 se dictaron 95.427 
sentencias de divorcios, 4.900 de separación y 110 de nulidad. La tasa total de 
sentencias de nulidades, separaciones y divorcios fue de 2,1 por cada 1.000 habitantes. 
La duración media de los procedimientos de mutuo acuerdo fue de 2,9 meses (Figura 
1), mientras que la de los contenciosos fue de 9,6. La custodia compartida de los hijos 




Fuente: Instituto Nacional de Estadística (2014) 
 
El 84,3% del total de nulidades, separaciones  divorcios registrados en 2013 (Figura 2) 
tuvo lugar entre cónyuges de nacionalidad española. En el 10.3% uno de los cónyuges 
era extranjero y en el 5,4% ambos cónyuges eran extranjeros. El 48.0% tenían solo 
hijos menores de edad. 
 
La custodia de los hijos menores fue otorgada a la madre en el 76.2% de los casos, 
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cifra inferior a la observada en el año anterior (79.6%). En el 5.5% de los procesos la 
custodia la obtuvo el padre (frente al 5.3% de 2012), en el 17.9% fue compartida 
(14.6% del año anterior) y en el 0,3% se otorgó a otras instituciones o familiares. 
  Figura 2  
  
Fuente: Instituto Nacional de Estadística (2014)  
 
Las comunidades autónomas que registraron las mayores tasas por cada 1.000 
habitantes (Figura 3), fueron Canarias (3.0), la ciudad autónoma de Ceuta (2.8) y 
Cataluña (2.5)(INE, 2014). 
Figura 3 
 
Fuente: Instituto Nacional de Estadística (2014)  
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La situación de las sentencias en España 
 
Un estudio realizado sobre los años 1990-1999 planteó que las decisiones judiciales en 
el establecimiento de la guarda y custodia y el régimen de visitas se tomaban de 
manera estereotipada: el progenitor al que se acordaba la guarda y custodia  era la 
madre, excepto cuando ésta no lo solicitaba, por mutuo acuerdo entre los progenitores 
o cuando existía una causa de incapacitación de la madre; y estableciendo un régimen 
de visitas de fines de semana alternos y mitad de los períodos vacacionales de los 
menores (Arce et al, 2005). Este patrón de decisiones no ha sido patrimonio especial 
de la jurisprudencia española; de hecho en Estados Unidos, Canadá, Sudamérica o 
Europa se evidencia un perfil de fallos judiciales análogos (Arce et al, 2005; 
Clingempeel y Reppucci, 1982; Fariña, Arce y Novo, 2002). 
 
Tal situación ha propiciado un debate en torno a que estas decisiones no han defendido 
en absoluto el mejor interés del menor porque al aplicar soluciones estándar no han 
tenido en cuenta la realidad concreta de cada menor (Arce et al, 2005; Gardner, 1998).  
Si bien no había literatura que hubiera demostrado efectivamente que estas decisiones 
no estuvieran bien motivadas, y por tanto hubiesen ido en detrimento de las 
necesidades del menor (Arce et al, 2005). 
 
En dicho estudio (Arce et al, 2005) sobre una muestra de 782 atribuciones  de guarda y 
custodia determinadas en sentencias judiciales, 716 (91,56%) fueron asignadas a las 
madres por tan sólo 66 (8,44%) a los padres, de donde estos autores señalaron que se 
desprendía una tendencia significativa de concesión de la guarda y custodia a las 
madres. Según dicho estudio, inesperadamente, el 57,3% de las sentencias no se regían 
por criterio alguno. La explicación que proponían la basaron en un efecto de “ahorro 
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cognitivo y de razonamiento” (Arce et al, 2005). Por el contrario, y como estrategia 
normativa para la formación de juicios legales (Fariña et al, 2002; Pennington y 
Hastie, 1986), plantearon el procesamiento de la información “orientado a las pruebas” 
que se caracteriza por una decisión fundada en el efecto acumulativo de las pruebas y 
“basado en la integración de la información”. Esto, en el caso que nos ocupa, 
supondría la inclusión de información tanto favorable, como contraria a cada uno de 
los progenitores y a tomar una decisión en función del mejor ajuste entre las 
habilidades y carencias de cada progenitor y las necesidades del menor (Arce et al, 
2005). 
 
Otro estudio posterior (Catalán, Andreu y Soler, 2009) analizó una muestra de 
expedientes tramitados en el ámbito de familia en la región de Murcia, en donde se 
solicitó la evaluación psicológica pericial, dada la petición por parte de ambos 
progenitores de la custodia de los hijos. Los motivos alegados por los progenitores 
varones al solicitar la custodia de sus hijos en dichos procedimientos contenciosos 
fueron: 1) Petición por igualdad de derechos y atenciones a los menores. 2) Se alegó 
mala atención materna a los menores (causada por problemas mentales, por consumo 
de tóxicos, por desatención general, o por maltrato). 3) Se solicitó la custodia al 
trasladarse la madre con los menores de la localidad de residencia. 4) Por el deseo 
expreso de los menores. 5) Ante de la existencia de un [denominado] ‘síndrome de 






Los juzgados de familia de la ciudad de Barcelona 
 
El partido judicial de Barcelona cuenta con ocho Juzgados de Familia; nº 14, 15, 16, 
17, 18, 19, 45 y 51. La figura 4 muestra la carga de trabajo de estos Juzgados en el 
período 2002-2007, donde se puede apreciar que el 49,66% de media de los registros 
corresponden a asuntos contenciosos. Un asunto registrado tardó en resolverse 4,345 
meses de media en dicho sexenio. De los 8.434 asuntos que entraron en registro 
quedaron en gestión posterior 2.197 (Asuntos Registrados en los Juzgados de Familia 
de la ciudad de Barcelona, 2007). 
 
Figura 4 




Según el Juzgado Decano de Barcelona (CGPJ, 2014) la carga de trabajo de los 
juzgados de familia de la ciudad de Barcelona ha mostrado una reducción de un 21.8% 
del período 2004-2006 en relación al período 2011-2013 (Gráfica 1). El descenso más 
importante se puede situar en el año 2007, que coincide con el inicio de la crisis 
económica del país. 
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Gráfica 1 
Evolución anual de la carga de trabajo de los juzgados de familia de la ciudad de 
Barcelona. Período de 2004 a 2013 
 
Fuente: CGPJ: Memoria del Juzgado Decano de Barcelona 2013. 
 
Del total de 8635 asuntos repartidos en el año 2013, en los ocho juzgados de familia 
de la ciudad de Barcelona, la figura 5, muestra en la clasificación de reparto de 
expedientes en los juzgados de familia, los correspondientes a la clase 8ª, como un 
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18.56% (1.603 expedientes) concernieron a demandas de divorcio contenciosas, y un 
35.40% (3.057 expedientes) de la clase 9ª pertenecieron a demandas de divorcio 
solicitadas de mutuo acuerdo o por uno de los cónyuges. 
Figura 5 
Clasificación de reparto de expedientes en los juzgados de familia. 
Representación gráfica por clases  
 
Fuente: CGPJ: Memoria del Juzgado Decano de Barcelona 2013. 
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La tabla 3 muestra las sentencias en procesos contenciosos emitidos en los ocho 
juzgados de familia de la ciudad de Barcelona.  
Tabla 3 
Sentencias y autos finales en procesos contenciosos. Período 2013 
 













Relación entre el informe psicológico pericial y su repercusión en las sentencias 
 
Legalmente, el contenido del informe pericial está insuficientemente regulado, no 
obstante, debe ajustarse al objeto de la demanda judicial y contemplar exclusivamente 
la información relevante para la finalidad de la evaluación (Urra, 2007). Al ser 
considerado un medio probatorio está sujeto al principio de contradicción, por cuya 
razón, ambas partes pueden examinarlo, criticarlo o censurarlo mediante un contra 
informe. Debe exponer la información analizada por la que llegó a las conclusiones 
descritas, así como los argumentos científicos utilizados para avalar los datos técnicos. 
Debe especificar la metodología empleada, las fuentes de información contrastadas, 
los instrumentos técnicos utilizados y los resultados de las pruebas administradas (Del 
Río, 2005). Es un documento dinámico valido referido al momento de la exploración 
puesto que las circunstancias pueden cambiar. Se ha de ratificar en la vista oral para 
explicar, clarificar o ampliar los datos pertinentes solicitados por los letrados o el 
tribunal. La Autoridad Judicial puede solicitar los documentos de las pruebas 
aplicadas. Alcanza mayor notoriedad cuando se relaciona la metodología aplicada con 
el estado actual del conocimiento científico; cuando se establece un vínculo claro entre 
la evaluación psicológica y el asunto contencioso planteado en la demanda judicial; 
sin deformar la información lograda; escrito con un lenguaje claro, riguroso y exento 
de tecnicismos innecesarios (Esbec y Gómez- Jarabo, 2000; Illescas, 2005). 
 
Varios estudios han destacado numerosas carencias sobre el conocimiento real de los 
informes psicológicos periciales. Symons (2010) planteó la falta de evidencia empírica 
directa de las evaluaciones de la custodia de menores, considerada como una de las 
áreas trascendentales de investigación que incluye los efectos de la separación y el 
divorcio en los niños, las relaciones familiares, y el desarrollo de los procesos. Kelly y 
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Ramsey (2009) criticaron el estado actual de la investigación sobre las evaluaciones de 
custodia pese a la dificultad de acceso a los registros de los juzgados para realizar 
estudios. La evaluación de la custodia de menores aspira a sustentarse en los 
principios científicos de la práctica profesional, por lo que hay una obligación 
profesional de cumplir con los conocimientos probados en los que dicha praxis se 
fundamenta (Rodríguez-Domínguez, Jarne y Carbonell, 2015d). 
 
Un estudio sobre la opinión de los jueces afirmó el papel decisivo, que según los 
magistrados, tiene el informe psicológico para valorar los aspectos centrales sobre la 
idoneidad (o mejor alternativa de custodia en derecho de familia), lo que según los 
autores revalida la necesidad y justificación del informe pericial, su validez y la 
presencia del psicólogo en los tribunales (Aguilera y Zaldívar, 2003).  
 
En un estudio que relacionó el impacto de los informes del SATAF en las resoluciones 
judiciales se constató que en el 87.3 %, de las resoluciones judiciales coincidieron con 
las propuestas formuladas en los informes emitidos por el SATAF. En un 12.7% no 
hubo contingencia entre el informe del SATAF y la resolución judicial (Domínguez, 
Gamero, González y Roca, 2009); en dicho estudio se reconoce la importancia que los 
magistrados y jueces otorgan a los informes periciales. 
 
Actualmente no existen estudios que investiguen los informes realizados por 
psicólogos en ejercicio privado e informes de equipos psicosociales que analicen su 
relación con las sentencias judiciales, por cuanto se justifica así la necesidad de la 
presente tesis para a dar a conocer el funcionamiento actual de los informes periciales 
privados y públicos, ayudar a mejorar los informes periciales bajo criterios de 
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intervención reales, contribuir a la formación de los psicólogos forenses y comprender 
mejor como son valorados los informes por los Tribunales. Es necesario conocer la 
realidad práctica de los informes psicológicos forenses presentados ante los tribunales 






























Ética y deontología del psicólogo forense en Derecho de familia 
 
La aceptación y la utilidad de los dictámenes emitidos por psicólogos en temas de 
custodia de menores han aumentado en competencia y prestigio, en parte, gracias a 
que en la práctica forense se han respetado estándares éticos codificados. La American 
Psychological Association (2010a, 2010c) elaboró unas directrices de orientación para 
los psicólogos forenses sobre las evaluaciones de custodia de menores inmersos en 
procedimientos de separación o divorcio de sus progenitores basadas en los 
“Principios éticos de los Psicólogos y del Código de Conducta” (APA, 2010b). Los 
Colegios Oficiales de Psicólogos, a su vez, han insistido en la labor formativa y 
deontológica de ésta área profesional (COPC, 2014; COP, 2010; Molina, Arch y Jarne, 
2012). 
 
Cabe aquí, exponer una breve reseña sobre los principios que delimitan la intervención 
del psicólogo forense en Derecho de familia: a) igualdad ante la ley de las personas 
evaluadas, b) respeto de los derechos y garantias procesales de las personas 
estudiadas, c) respeto a su derecho a la intimidad, d) prinicipio de corresponsabilidad, 




























Revisión preliminar de Estudios 
De forma preliminar a los objetivos de la investigación se realizaron dos estudios de 
fundamentación jurídica vinculados en su orden a un artículo: 
 
1º Una revisión conceptual del marco jurídico sobre el peritaje psicológico en relación 
a la evaluación de la custodia de menores en Cataluña. 
 
2º Una revisión conceptual marco jurídico sobre la evaluación psicológica y la 
legislación internacional, en casos de traslados transfronterizos y en situaciones de 
sustracción de menores. 
 
La revisión conceptual del marco jurídico, tanto en evaluaciones de la custodia de 
menores a nivel nacional como internacional, resulta un conocimiento necesario para 




El objetivo general de esta investigación fue aportar evidencia empírica para ampliar 
el conocimiento y la comprensión de los peritajes psicológicos presentados ante los 
juzgados de familia y su repercusión en las sentencias a partir del análisis de los 
informes realizados por psicólogos del sector privado y por profesionales del equipo 
psicosocial adscrito a los juzgados de familia de la ciudad de Barcelona. 
 
Más específicamente, esta investigación tenía los siguientes objetivos concretos; 
 
1.- Describir y analizar la estructura formal de los informes periciales psicológicos 
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presentados en los juzgados de familia de la ciudad de Barcelona definida en términos 
de  la presencia o ausencia de los siguientes componentes: objetivo, metodología, 
resultados, discusión, conclusiones y recomendaciones.  
 
2.- Describir y comparar las similitudes y diferencias en la estructura formal de los 
informes periciales psicológicos presentados en los juzgados de familia de la ciudad 
de Barcelona entre los informes presentados por psicólogos privados (IP) y los 
informes de profesionales del equipo psicosocial (IEPS). 
 
3.- Describir y comparar las recomendaciones y propuestas sobre medidas en la 
custodia de los menores entre los informes psicológicos periciales firmados por 
psicólogos privados con formación específica forense (IPCF), psicólogos privados sin 
formación específica forense (IPSF) y de los IEPS.  
 
4.- Describir los razonamientos que se exponían en las sentencias de los jueces de los 
juzgados de familia de la ciudad de Barcelona sobre los casos en los que se había 
presentado informe pericial psicológico para justificar las medidas  que se 
determinaban en dichas sentencias. 
 
5.-  Describir y analizar las medidas reguladoras entre las partes que adoptaba en sus 
sentencias los jueces de los juzgados de familia de la ciudad de Barcelona sobre los 
casos en los que se había presentado informe pericial psicológico. Este objetivo 
conllevaba los siguientes sub objetivos; 
 
5.1.- Describir y analizar las medidas reguladoras entre las partes que adoptaba en sus 
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sentencias los jueces sobre la atribución de la custodia de los menores. 
 
5.2.- Comparar los porcentajes de atribución de los diferentes tipos de custodia en 
nuestra muestra con la de otras Comunidades Autónomas de España. 
 
5.3.- Comparar los porcentajes de atribución de los diferentes tipos de custodia en 
nuestra muestra del período 2010-2013 con el período 2007-2010 anterior en base a la 
implantación de la Ley 25/2010. 
 
5.4.- Describir y analizar las medidas reguladoras entre las partes que adoptaban los 
jueces en sus sentencias sobre el régimen de contacto (RV) de los menores con sus 
diferentes núcleos familiares más allá de la determinación de la custodia (RC). 
 
6.- Describir y analizar la valoración de los tribunales de los juzgados de familia de la 
ciudad de Barcelona sobre el informe psicológico. Este objetivo conllevaba los 
siguientes sub objetivos. 
 
 6.1.- Conocer el porcentaje de casos en los que las sentencias de los tribunales 
de los juzgados de familia de la ciudad de Barcelona coincidían con las 
recomendaciones de un informe psicológico. 
 
 6.2.- Comparar el porcentaje de casos en los que las sentencias de los 
tribunales de los juzgados de familia de la ciudad de Barcelona coincidían con las 
recomendaciones de un informe psicológico firmados por IPCF, IPSF y de los IEPS. 
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 6.3.- Conocer el porcentaje de casos en los que el tribunal recomendó a las 
partes seguir las indicaciones del informe psicológico. 
 
 6.4.- Comparar el porcentaje de casos en los que las sentencias de los 
tribunales de los juzgados de familia de la ciudad de Barcelona recomendó a las partes 
seguir las indicaciones del informe psicológico si estaban firmados por IPCF, IPSF y 
de los IEPS. 
 
 6.5.- Analizar la valoración del tribunal sobre los informes psicológicos. 
 
 6.6.- Analizar si existían diferencias en la valoración del tribunal sobre los 
















Las hipótesis del estudio: 
 
Primera hipótesis: Los autores de los informes serán mayoritariamente psicólogos 
profesionales de género femenino.  
 
Segunda hipótesis: Se encontrarán más diferencias en los informes emitidos por los 
IEPS, que en los informes emitidos por los IPCF, y que en los IPSF, con relación  una 
mayor estructuración, el tipo de informe, y las cuestiones planteadas.  
 
Tercera hipótesis:  Se encontraran diferencias significativas entre los informes 
emitidos por  los IEPS y los informes emitidos por los IP respecto a los contenidos y la 
metodología utilizados. 
 
Cuarta hipótesis:  Se hallaran más diferencias significativas en el tipo de informe 
emitido por los IEPS que en los informes emitidos por los IP, respecto a las garantías y 
limitación de los resultados, las afirmaciones del evaluado en las entrevistas y las 
recomendaciones utilizadas.  
 
Quinta hipótesis: Los informes aportados por  los IP utilizaran más pruebas 
psicométricas que en los informes emitidos por los IEPS. 
 
Sexta hipótesis: Se encontrará un decremento de las atribuciones de la guarda y 
custodia a la madre, a partir de la implantación de la Ley 25/2010 y un incremento de 
la custodia compartida.  
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Séptima hipótesis: Cataluña obtendrá un mayor porcentaje, en la atribución de la 
custodia compartida, que el resto de Comunidades Autónomas y las ciudades 
autónomas de Ceuta y Melilla.  
 
Octava hipótesis: Se encontrarán diferencias significativas en los razonamientos 
judiciales, sobre la custodia compartida -con motivo de la implantación de la Ley 
25/2010- en el período 2010-2013, respecto del período 2007-2010.  
 
Novena hipótesis: Debido a  la implantación de la Ley 25/2010, se hallarán 
diferencias significativas en el período 2010-2013 respecto del período 2007-2010, en 
un incremento sobre las atribuciones de la guarda y custodia compartida de menores y 
un incremento del razonamiento del régimen de visitas paterno-filiales, y un mayor 
reconocimiento judicial de que se da acuerdo entre las partes.  
 
Décima hipótesis: Se encontrarán más diferencias significativas en las propuestas de 
la custodia exclusiva o compartida de los IEPS respecto de los IPCF y de los IPSF.  
 
Undécima hipótesis: se hallarán diferencias significativas en la valoración positiva 
expresada en las sentencias por los tribunales en los IEPS más que en los IP. 
 
Doceava Hipótesis: Se encontrarán diferencias significativas entre el tipo de informe 




Treceava Hipótesis: Se hallarán más diferencias significativas en atribuciones de las 
sentencias judiciales sobre el RC y RV, en los informes de los IEPS que en los IP.  
 
Catorceava Hipótesis: Se descubrirán más diferencias significativas en la valoración 
del tribunal sobre el informe psicológico en los grupos IEPS que en los IPCF, y que en 
los IPSF. 
 
Quinceava Hipótesis: Se observarán más diferencias significativas respecto a sí la 
sentencia instó a las partes a seguir las recomendaciones del informe psicológico; sí 
aludió a otros informes; sí citó contra informes, en los grupos IEPS que en los IPCF, y 
que en los IPSF. 
 
Decimosexta Hipótesis: Se apreciarán más diferencias significativas entre la 
sentencia sobre la atribución del RC y el RV en las recomendaciones del informe 












Aportación complementaria a la investigación 
 
De forma complementaria al trabajo central de la presente tesis, se ha visto necesario 
presentar una aportación referida a la vertiente de la resolución de conflictos, basada 
en el Interés Superior del Menor, cuya aplicación práctica, son la mediación familiar y 
la coordinación de parentalidad. Por cuya razón, se presentan tres estudios vinculados 
en su orden a un artículo: 
 
“Inclusión/Focalización de Menores en Mediación Familiar: revisión de estudios 
y propuestas futuras” 
 
El estudio plantea una revisión de artículos sobre un paradigma emergente tendente a 
la inclusión de los menores en los procesos de mediación familiar, como facilitador de 
la disminución de los conflictos post ruptura de la relación de convivencia. Es pues, 
una revisión sobre las ventajas y/o desventajas planteadas en estudios, que incluyen a 
los menores en las intervenciones de la mediación familiar, frente a intervenciones que 
no incluyen al menor pero que son centradas en el menor en los procesos de mediación 
familiar. 
 
“Rol del Mediador Familiar: Reflexión sobre la Formación de la Aptitud 
Comunicativa” 
 
Este estudio plantea la propuesta de analizar la comunicación en la intervención en la 
mediación familiar, y se presenta una revisión de las investigaciones sobre la 
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comunicación en la mediación familiar, para abrir un debate, acerca de los criterios 
necesarios que puedan optimizar la actividad profesional. 
 
“Coordinador de parentalidad: 
Nueva figura profesional para el psicólogo forense” 
 
El estudio analiza la nueva figura emergente del coordinador de parentalidad que 
inicia su andadura en Barcelona con un proyecto piloto en funcionamiento iniciado 
por el ‘Centre de Mediació en Dret Civil de Catalunya’. Se presenta así, la nueva 
figura emergente del coordinador de parentalidad para realizar un tratamiento 
altamente especializado, en aquéllos casos de elevados conflictos persistentes en la 
coparentalidad, de historial de abuso de drogas del/los progenitor/es, de historia de 
violencia familiar, de graves problemas de salud mental o de conducta en uno ó ambos 
progenitores, de menores con necesidades especiales, o cuando se considere la 
coordinación de parentalidad como la mejor alternativa para el interés superior del 
menor, o cuando un progenitor dé una imagen negativa o distorsionada del otro 
progenitor, o exprese abiertamente el deseo de limitar o excluir el contacto del menor 
con el otro progenitor. La incorporación del coordinador de parentalidad, es una figura 
que puede aportar algunas soluciones para un sector de la  población muy litigante que 
se sitúa en torno al 10% de los divorcios contenciosos de alta conflictividad (Neff, y 
Cooper, 2004). ). A partir de la experiencia piloto citada, sería interesante un estudio 
que analizase la implantación en nuestro entorno y comparar sus resultados con los 





Material y método 
 
Selección de la muestra 
 
La muestra se compuso de un total de 111 expedientes contenciosos que contenían la 
sentencia emitida en los Juzgados de Familia y los informes periciales presentados por 
psicólogos: 45 fueron emitidos por psicólogos privados y 66 emitidos por 
profesionales de los equipos psicosociales adscritos a los Juzgados de Familia (Sataf). 
Los 111 expedientes se registraron entre 2007 y 2013 en los Juzgados de Familia nº 
15, 16, 17, 18, 19, 45 y 51 de Barcelona. 
 
La determinación de la muestra se realizó mediante la extrapolación de un cálculo 
previo tomando por referencia los expedientes judiciales que contenían informe del 
Sataf, partiendo del dato publicado por la Secretaria de relacions amb l’Administració 
de Justícia del Departament del Justícia de la Generalitat de Catalunya (Servei 
d’Assessorament Tècnic en l’Àmbit de Família, 2011): Se realizaron 2202 peticiones 
al Sataf durante el año 2010, de las cuales 656 correspondieron a Barcelona ciudad. 
 
El estudio incluye expedientes comprendidos entre 2007 y 2013, de donde, se 
extrapoló a modo de referencia, 656 expedientes con informe del Sataf x 7 años  = 
4592. Para aplicar la fórmula de poblaciones conocidas:  
n=(N*Z2∝*p*q)/(d
2*(N-1)+Z2∝*p*q),  
Donde N = Total de la población,  
Z2∝ = 1.96
2(95.0%),  
p = proporción esperada (5% = 0.05),  
q = 1-p (1-0.05=0.95),  
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d = precisión (5%);  
De donde,   
n=(4592*3.8416*0.05*0.95)/(11.4775*(4591)+3.8416*0.05*0.95) = 71,86 el mínimo 
de expedientes necesarios para la muestra.  
 
Se seleccionaron en todos los expedientes de procesos contenciosos de familia los  
informes psicológicos periciales y las sentencias judiciales relacionadas, emitidas por 
dichos Juzgados. 
 
Criterios de exclusión de la muestra. 
 
- Informes clínicos u otro tipo de informes. 
 
- Firmados exclusivamente por otro tipo de profesional. 
 





Protocolo de recolección de los datos elaborado ad hoc  en que constaban organizados 
los ítems de la información a extraer de los citados documentos (anexo I). La selección 
de los ítems se acordó con  expertos consultados acreditados en psicología forense por 
el COPC. Se realizó una prueba piloto con diez expedientes de la misma muestra. 
 
Tratamiento de los datos 
Cuantificación de los datos y tratamiento de los mismos para su análisis estadístico 
mediante el programa informático PASW (SPSS 22). El tratamiento estadístico tuvo 
finalidad descriptiva para lo cual se calcularon descriptores, frecuencias y análisis χ2 
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de las variables para averiguar si habían o no diferencias significativas (p< .05; p< .01; 
p< .001) cuando se realizaron comparaciones entre grupos. 
 
Cronograma del desarrollo de la tesis. 
 
Abril de 2012: Solicitud del dictamen del Comité de Ética de la Universidad Ramón 
Llull. 
Mayo – Junio de 2012: Tramitación de la solicitud del permiso ante el Tribunal 
Superior de Justicia y ante la Jueza Decana de los Juzgados de la Ciudad de 
Barcelona. 
Julio- 2012: Tramitación ante los Secretarios Judiciales de los Juzgados nº 15, 16, 17, 
18, 19, 45 y 51 de Primera Instancia de la ciudad de Barcelona.    
Septiembre de 2012: Preparación y confección del protocolo por los autores. 
Octubre –Noviembre de 2012: Prueba piloto con diez expedientes escogidos al azar. 
Noviembre 2012- Septiembre de 2014: recolección de los datos. 
Julio de 2014 – Octubre de 2014: Elaboración de los resultados. 
Enero de 2014 –Diciembre de 2014: Remisión de los manuscritos para publicación de 
artículos en revistas indexadas. 









Considerando los criterios éticos establecidos por la American Psychological 
Association (APA, 2010b) para realizar investigaciones con seres humanos, el 
presente estudio cumplió con: 
 
1º) Evaluación del Comité de Ética de Investigación de la Universitat Ramón Llull en 
fecha 18 de Abril de 2012 con el expediente CER-URL/2012/001, con la resolución 
del dictamen favorable. 
 
2º) Expediente de la Autorización Judicial para la propuesta de la investigación 
El dos de mayo de 2012 se solicitó autorización judicial ante el Tribunal Superior de 
Justicia de Cataluña, quien remitió la solicitud a la Magistrada Juez del Juzgado 
Decano de Barcelona, para el estudio de la solicitud. Finalmente en fecha 19 de Junio 
de 2012 el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, remitió acuerdo del Excmo. Sr. 
Presidente, con nº de referencia: T S-285/2012, con opinión favorable, y conforme al 
Art. 235 LOPJ, Arts. 2, 6, y 7 del RD 937/2003, Art. 4 del Reglamento 2/2005 se 
indicó que la competencia sobre los citados archivos correspondía a los Secretarios 
Judiciales ante quien se trasladó la solicitud para la valoración de la existencia del 
interés legítimo invocado del estudio a desarrollar, y así poder acceder a los 
expedientes concluidos con sentencia judicial, realizados en los juzgados de familia de 
la ciudad de Barcelona.  
Se recibió respuesta en fecha Seis de Julio de 2.012 con resultado favorable para 
realizar el inicio del estudio de expedientes contenciosos de separación o divorcio, 
hasta completar una muestra final extraída de archivo de 111 expedientes iniciados en 
el período comprendido entre enero de 2007 y diciembre de 2013, obtenidos de los 
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Juzgados de Familia, 15, 16, 17, 18, 19 45, y 51 de la ciudad de Barcelona.  
 
3º) Beneficios 
Es posible que las personas investigadas mediante los expedientes en este estudio no 
obtengan ningún beneficio directo. A pesar de ello, la investigación exhaustiva de 
estos expedientes judiciales, permitió identificar los procedimientos profesionales que 
fueron utilizados. Mediante este estudio descriptivo se pretendía obtener un amplio 
conocimiento de cual actualmente no hay suficientes investigaciones que redunden en 
un bien social mayor. 
 
Se esperaba que fuera beneficioso para la unificación de criterios de los protocolos, y 
por tanto en la confección de los dictámenes. Se pretendía que fuera beneficioso para 
la formación de futuros psicólogos que trabajen en el ámbito jurídico forense. En 
consecuencia, se aspiraba a que fuera beneficioso para el propio proceso judicial y por 
lo tanto para los propios implicados en los procesos contenciosos. Y finalmente, lo 
más importante, desde nuestra opinión, se intentaba que fuera beneficioso para los 
menores cuyos progenitores estén implicados en procesos contenciosos, conforme al 
principio jurídico del Interés Superior del Menor. 
 
4º) Protección de datos de carácter personal 
Conforme a la legislación vigente, el tratamiento de los datos se ha realizado a partir 
de la información anonimizada, con el expreso compromiso de reserva del 
investigador y demás participantes en la investigación, así como en la extracción de 
datos anonimizados. En la obtención de datos no se ha utilizado ningún sistema de 
copia de datos de los informes, ni de los documentos incluidos en los expedientes 
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judiciales. En ninguno de los informes del estudio figuran nombres de personas, y la 
identidad no se ha revelado a ninguna persona, excepto al investigador principal, y al 
personal que fue necesario para cumplir los fines del estudio. Del presente estudio no 
se extrajo ninguna información de carácter personal que pudiera ser identificable. 
 
5º) El acceso a los expedientes, una vez que fue concedida la correspondiente 
autorización judicial por el órgano competente, quedó restringido al investigador 
designado para la realización de la tarea del estudio, en los términos dictaminados por 
el órgano judicial competente. Se realizó una declaración jurada con el compromiso 
expreso de mantener la confidencialidad, discreción y secreto profesional sobre todos 
los datos que constaban en los expedientes judiciales objeto de la investigación 
científica referida, así como de cualquier otra derivada. 
 
6º) La persona designada y autorizada fue el investigador principal para el presente 
estudio que se comprometió y obligó a mantener la confidencialidad de la información 
obtenida. 
 
7º) La investigación respeta los principios de la ética aplicada siguiendo la tradición 
angloamericana de 1979, que contiene cinco principios: a) no maleficencia, b) 
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El primer propósito del estudio fue contextualizar en los dos primeros artículos, la 
intervención pericial del profesional que participa en la evaluación de la custodia de 
menores ante los tribunales de familia, ya fuese en el ámbito catalán, nacional o 
internacional. En este sentido, el estudio de los conceptos jurídicos, resulta 
considerablemente útil, ya que facilita al especialista, un conocimiento específico y 
necesario, sin menoscabo de otros conocimientos científicos propios de la psicología, 
para el ejercicio de su función técnica como auxiliar de la justicia sobre las cuestiones 
que el juez o el magistrado puede necesitar. 
En el segundo conjunto de tres artículos, se ha tratado de aportar evidencia empírica 
sobre a) la estructura, metodología, y contenidos de los informes periciales aportados a 
los tribunales de familia; b) la comparación de la evolución de la custodia compartida 
antes y después de la implantación de la Ley 25/2010; y c) la valoración en las 
sentencias sobre los informes sobre estos informes periciales, en expedientes judiciales 
contenciosos. 
En el tercer grupo de tres artículos complementarios, reflexiona sobre las 
intervenciones actuales para facilitar la disminución y/o resolución de conflictos 
mediante métodos alternativos a la actuación judicial, es decir, resolución pacífica de 
forma extrajudicial: son la mediación familiar y la coordinación de la parentalidad. 
 
Se corroboró la primera hipótesis, pues existe un sesgo importante hallado en los 
dictámenes psicológicos presentados ante los juzgados de familia de Barcelona. 
 
La muestra estudiada se caracterizó por un evidente sesgo de profesionales del género 
femenino, mayoritariamente con una buena preparación específica. El sector 
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profesional estudiado muestra un sesgo demográfico a favor de las mujeres, análogo a 
la estructura demográfica de la profesión. Sería interesante poder contar con nuevos 
estudios que ampliasen la muestra de la población masculina. 
 
Asimismo se confirmó la segunda hipótesis, pues se configuró una mejor 
estructuración de los IEPS que de los IP. Este  hallazgo  podría explicarse porque  los 
IEPS, disponen de un protocolo interno que unifica la estructuración de los informes, 
mientras que los IP estudiados exhibieron una estructuración más dispersa, 
probablemente, por adoptar criterios dispares respecto a las normativas tal como 
concluyó el estudio de Molina et al. (2012). En general los informes psicológicos 
presentados expresaron las cuestionas planteadas con claridad y buena estructuración 
en apartados. Sería interesante nuevos estudios que profundizasen en la confección de 
protocolos para el sector privado que ayudasen a mejorar la tarea de los psicólogos 
forenses privados.  
 
Se confirma la tercera hipótesis que evidenció una importante discordancia en 
relación a la metodología y los contenidos de los informes. 
 
 Merece especial atención la diferencia en relación a entrevistar o no entrevistar a los 
menores, esta variable sobre la evaluación de menores, fue la que presentó mayor 
divergencia entre los profesionales de los IEPS, y los IP.  
 
Los IEPS prescindieron de entrevistar a los menores bajo el argumento de evitar una 
posible ‘victimización secundaria’ (Servei d’Assessorament Tècnic en l’Àmbit de 
Família, 2011), basándose en esta suposición, los IEPS expusieron sus evaluaciones 
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del núcleo familiar primario mediante los datos aportados por los progenitores y por 
coordinaciones con terceros.  
 
Los psicólogos del sector privado evaluaron más a menores, y en mayor tasa las 
demandas de los padres que las solicitadas por las madres (57.5% vs 42.5%). 
 
Esta diferencia de criterios sobre la evaluación de los menores resulta controvertida, y 
suscita importantes cuestiones: ¿cómo respetar el principio de intervención mínima en 
las evaluaciones de la custodia de menores y a la vez prescindir de la fuente de 
información primaria como pueden ser los propios menores? ¿Cuándo se consideran 
contraindicadas las exploraciones de menores, a fin de evitar, la ‘victimización 
secundaria’, que por otra parte se ha de señalar que es un concepto jurídico que 
pertenece al Derecho penal. ¿Qué ponderación ganancia/pérdida se ha de considerar en 
este asunto, cuando la propia ley prevé la evaluación judicial del menor?. ¿Es mejor 
que la opinión de los menores se evalúe en la exploración judicial o por psicólogos 
expertos forenses?  
 
Se requieren nuevos estudios que valoren la existencia y/o, el impacto de una posible 
‘victimización secundaria’ que sea causada por la propia evaluación del menor. 
Aunque, de acuerdo con la opinión del Servei d’Assessorament Tècnic en l’Àmbit de 
Família, (2011), se ha de respetar el principio de ‘intervención mínima’ y el ‘Interés 
Superior del Menor’, y valorar cuando la exploración de los menores pueda estar 
contraindicada, obteniendo información complementaria y contrastada, mediante la 
coordinación en red con otros profesionales.    
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Los IEPS se ocuparon  en mayor medida de la competencia parental, ergo la orden 
judicial, indicaba específicamente lo que el juez necesitaba saber. Los IP realizaron 
una mayor tasa de estudios sobre el tipo de custodia y la competencia parental, puesto 
que fue la demanda habitual proveniente de letrados y/o progenitores.  
 
El diferente origen de la demanda del informe pericial parece influir en la confección 
del mismo. Ambos progenitores acudieron a las entrevistas de los IEPS en más 
ocasiones que cuando fueron citados por los IP, porque procedían de requerimientos 
de los tribunales a los que no podían sustraerse; en cambio, los IP al ser contratados 
por una de las partes en litigio, la otra parte podía negarse a acudir para la evaluación 
pericial.  
 
Se subrayó una notable carencia respecto de  la observación de los menores en medio 
natural por parte de los IEPS y de los IP. Los informes privados firmados por IPCF 
mostraron una mejor calidad técnica que los informes privados firmados por IPSF. No 
obstante, la falta de imparcialidad y competencia de algunos informes pueden causar 
perjuicio al colectivo profesional, porque no se pueden emitir recomendaciones de la 
guarda y custodia de menores, sin haber evaluado a todos los miembros de la unidad 
familiar. 
 
La evidencia empírica sobre los dictámenes forenses aportados por psicólogos del 
sector privado con formación forense y sin formación forense y de los profesionales de 
los equipos psicosociales adscritos a los tribunales de familia de la ciudad de 
Barcelona, sugiere que la formación forense se ha confirmado como necesaria. La 
formación especializada mejora la calidad de los informes e incita a respaldar la 
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necesidad de una exigencia de formación específica para intervenir como psicólogo 
forense tal como se han manifestado en la literatura anteriormente (APA, 2013; 
Jeffrey, Allen, Nancy, Andrew, Glenn, Jackie, y Nancy, 2009; Molina et al., 2012).  
 
Las diferencias más claras entre ambos grupos fueron: los firmantes de los 
profesionales de los equipos psicosociales fueron psicólogos o trabajadores sociales, 
mantenían una estructura más homogénea, frecuentemente no evaluaron directamente 
a los menores y los datos más importantes se extrajeron de las declaraciones de los 
progenitores y de datos obtenidos en la coordinación con otros profesionales.  
 
Por contra, los suscriptores de los psicólogos del sector privado fueron todos 
psicólogos, y sus datos procedían de la evaluación de los menores, y con mayor 
frecuencia de los padres que de las madres. 
 
Dos tercios de los profesionales firmantes contaban con formación específica forense,  
reflejo de una progresiva concienciación de la necesidad de especialización para 
ejercer en esta área, no obstante un 35.6% de los psicólogos realizaron intervenciones 
ante los tribunales de familia sin formación específica forense, aspecto que 
contraviene la orientación cuarta de la APA, en relación a la competencia de la 
especialización y a la necesidad de un nivel de experiencia profesional que refleje una 
visión contextual y forense, así como la integración de pruebas y habilidades de 
técnicas de entrevista (APA, 2010a).  
 
Los IEPS obtuvieron en mayor medida mejores puntuaciones que los IP en los 
contenidos de la evaluación. Dato que refuerza la importancia de seguir una 
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metodología y estructuración tal como se recoge en las guías de buenas prácticas 
(Chacón et. al, 2009; COPC, 2014).  
 
En cuanto a la metodología, en general, tomando en consideración las referencias ya 
citadas de la APA, se subraya que: no todos los informes psicológicos presentados 
ante los tribunales de familia entrevistaron a todos los miembros de la unidad familiar, 
por cuanto, no siguieron –aunque por razones diversas-, una parte importante de las 
directrices de la APA. En este sentido, se destaca, que sólo una cuarta parte de los 
informes reconocieron las limitaciones del dictamen. 
 
Son necesarias futuras investigaciones que permitan comparar los resultados obtenidos 
en este estudio, y que permitan profundizar las diferencias y similitudes entre los 
informes psicológicos privados e informes psicológicos de los equipos psicosociales, 
con datos reales y fiables sobre la estructura, metodología y contenidos de la ECM. 
Más allá de las críticas expresadas, en general, los informes psicológicos mantenían 
una metodología, claridad en las cuestiones planteadas y respondieron en una elevada 
tasa a las cuestiones planteadas. 
 
Respecto a la cuarta hipótesis, no se hallaron diferencias significativas respecto a 
comentar las limitaciones y resultados del informe pericial, pero, si se confirman las 
diferencias sobre las afirmaciones del informante entrevistado, globalmente todos los 
informes alcanzaron aproximadamente un 90%, aunque los IEPS, obtuvieron 
diferencias significativas en mayor medida respecto de los IP. 
 
Alrededor de 2/3 aportaron recomendaciones de guarda y de régimen de visitas: Para 
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realizar recomendaciones de la guarda de menores y del régimen de visitas es 
indispensable entrevistar a todos los miembros de la unidad familiar, sin embargo, -en 
los tres grupos estudiados-, menos de un tercio, realizaron las entrevistas al conjunto 
familiar, aunque más de dos tercios optaron por recomendar la guarda y del régimen 
de visitas, aspecto divergente por cuanto que, si se han de realizar estas 
recomendaciones, es inexcusable examinar a todos los miembros de la unidad familiar, 
como se ha señalado reiteradamente en las guías orientadoras (APA, 2010a; APA, 
2012a; APA, 2012b). 
 
En el supuesto del informe parcial, en que sólo se evalúa la competencia parental, se 
debe limitar a recomendar si el progenitor evaluado dispone de aptitudes y/o actitudes 
adecuadas para la educación y cuidado del menor sin pronunciarse sobre la guarda, 
puesto que tales afirmaciones en los dictámenes sobre personas no evaluadas 
directamente conlleva el riesgo de presentar conclusiones erróneas, lo cual 
frecuentemente, ha sido objeto de debate en la literatura (European Federation of 
Psychology Association, 2005; Molina et al., 2012). Por ello, el hecho de no evaluar a 
todos los integrantes de la unidad familiar, y a la vez, realizar recomendaciones sobre 
la guarda y custodia y régimen de contactos del progenitor no custodio, genera 
limitaciones en los informes que una mayoría de peritos, no contemplaron en la 
muestra analizada. En este sentido, resulta ejemplar la Sentencia la STSJC 27/2011en 
que en relación a los informes técnicos del Sataf se argumenta:  
 
Entre todos, destacan especialmente por su rigor e imparcialidad (STSJC 27/2011 de 
16 jun. FJ4) los realizados en 14 de julio de 2008 y 15 de julio de 2009 por el Servei 
d'Assessorament Tècnic en l'Àmbit de Família (SATAF), perteneciente al Departament 
de Justícia de la Generalitat de Catalunya, en la primera instancia y en la alzada 
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respectivamente, habiendo requerido éste el tribunal de apelación por el mismo Auto 
(28/04/09) que decidió recibir el pleito a prueba, en cumplimiento de la facultad 
prevista en el art. 752.2 LEC. 
 
Y en la Sentencia del TSJC, 13/2012, endonde se explicita que: 
 
En el procedimiento existen otros dos informes, uno aportado con la demanda de la 
madre y emitido por una psicóloga que dictaminó en el sentido de las pretensiones de 
aquélla de restringir el contacto de la menor con el padre, y otro aportado al rollo de 
apelación por la representación de éste, debido a una psicopedagoga particular 
cuyos servicios fueron requeridos ante una determinada situación vivida por la niña 
con su madre, que constituye un diagnóstico preliminar e incompleto (no se oyó a la 
madre), salvo por lo que se refiere a la constatación de que el padre ha sabido 
establecer determinadas complicidades positivas con la niña. Ambos tienen un valor 
muy relativo, y por ello, no merecen mayores consideraciones. (TSJC 13, 2012). 
 
En las evaluaciones de la custodia de menores, los psicólogos han de ser conscientes 
de que los intereses de las partes en el caso suelen diferir de un progenitor al otro. Los 
intereses del menor, de los progenitores, y el estado de cada uno de ellos representados 
por separado ante el Tribunal no siempre concuerdan. En consecuencia, las 
recomendaciones de la evaluación pueden afectar a cada uno de estos intereses 
diferentes. Las evaluaciones han de ser imparciales y competentes (APA, 2010c). 
En las evaluaciones, los psicólogos han de considerar tanto el bienestar como los 
riesgos para el desarrollo  y repercusión funcional menor de las actitudes parentales. 
 
De conformidad con la directriz 9 del Código de Ética de la APA, las evaluaciones de 
la custodia de menores, conviene obtener el apropiado consentimiento informado de 
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todos los participantes adultos, y según proceda, se informará al menor participante, 
dada la naturaleza intrusiva en asuntos relacionados con la protección de menores en 
la intimidad de los miembros de la familia, la complejidad de las cuestiones jurídicas 
planteadas, y las posibles graves consecuencias jurídicas de la evaluación de la familia 
(APA, 2010b). Sí bien, en nuestro entorno las evaluaciones forenses dentro del ámbito 
de la familia, es importante señalar que, en los casos de evaluaciones forenses dentro 
del ámbito de familia, tal como recaban Molina et al. (2012), conviene diferenciar 
entre la falta de consentimiento y la falta de conocimiento de la existencia de la 
exploración pericial por parte del progenitor que no solicita la evaluación. También, 
en el artículo nº 156 del Código Civil (2000) se especifica que: la patria potestad será 
ejercitada conjuntamente por ambos padres o por uno solo con la anuencia expresa o 
tácita del otro’. Pero aclara que: ‘…serán válidos los actos que realice uno de los 
progenitores acorde al uso social y a las situaciones de urgente necesidad.’(COPC, 
2014). 
 
La coordinación en red con otros profesionales mostró marcadas diferencias entre los 
IEPS y los IP, puesto que los profesionales de los equipos psicosociales, al prescindir 
prácticamente, de realizar evaluaciones a los menores, recurrieron a solicitar más 
información de terceros, mientras que los psicólogos del sector privado al evaluar más 
a los menores, recurrieron en mucha menor medida al contraste de información con 
otros profesionales.   
 
Se confirmó la quinta hipótesis sobre las herramientas de psicometría: La diferencia 
más importante es una mayor aplicación de test tanto en menores como en adultos, por 
parte de los IP en mayor medida respecto de los IEPS que apenas las utilizaron.  
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Respecto a las pruebas psicométricas utilizadas encontramos una amplia gama, entre 
las que se destaca una preferencia mayoritaria por el CUIDA y MMPI para adultos, y 
en el caso de los menores, test proyectivos y “TAMAI”.  
 
Sin embargo, hay que tener en consideración que el uso inadecuado de algunos test 
psicológicos en la evaluación de la custodia de menores, ha recibido serias objeciones 
y criticas, ampliamente descritas en la literatura, porque, en muchas ocasiones, han 
resultado de escasa utilidad para los tribunales, sobre ausencia de métodos empíricos; 
o por actitudes sesgadas y parciales (Bow y Quinnell, 2002; Bow y Quinnell, 2004).  
 
En este estudio, se hallaron diferencias sustanciales en cuanto al uso de la psicometría, 
siendo una herramienta más utilizada por los psicólogos del sector privado que por los 
profesionales de los equipos psicosociales, tanto para la evaluación de adultos como 
para menores, y utilizando una dispersa muestra de test provenientes del campo 
clínico, en ocasiones inadecuados. Ello conduce a la consideración de que es necesario 
el desarrollo de una psicometría específica para el área especializada en Derecho de 
familia. De acuerdo con Echeburúa et al. (2011), el rigor requerido en la actividad 
pericial psicológica, no ha de confundirse con el abuso en la administración de test. El 
abuso de los test en el entorno forense, se ha relacionado con la creencia de algunos 
operadores jurídicos, de que los test son “pruebas objetivas” sobre el funcionamiento 
de la mente humana. Pero, cabe diferenciar aquellas pruebas, realmente validadas de 
las que no lo son, ergo, algunas escalas o screenings  utilizados en clínica, pero de 
escaso valor en clínica forense. Hay que tener en cuenta que en el entorno forense, los 
test son muy vulnerables a la manipulación (Calcedo, 2000). En este sentido, la 
validez pericial de las escalas es relativa. Sólo cuando la presencia del trastorno se ha 
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confirmado por otras vías (la entrevista, la observación conductual, los antecedentes 
de la relación, etc.) y las fuentes de información se han contrastado, los test adquieren 
mayor interés para la pericia. (Echeburúa, Amor y Corral, 2003; Fernández-Montalvo 
y Echeburúa, 2006). El uso de la psicometría por parte de los psicólogos del sector 
privado, no siempre fue el más conveniente, al extrapolar pruebas diagnósticas 
adecuadas al contexto clínico, pero probablemente inapropiadas para el contexto 
forense. 
 
Se advierte una discusión, no resuelta por los peritos, que suscita importantes 
cuestiones: ¿cómo respetar el principio de intervención mínima en las evaluaciones de 
la custodia de menores, y a la vez prescindir de la fuente de información primaria que 
pueden ser los menores? Se puede tomar la referencia de la Sala de lo Civil del 
Tribunal Supremo (2013), que ordenó a la Audiencia Provincial de Orense a escuchar 
a los menores (TSJ, 2013).  
 
Otra cuestión que queda abierta es: ¿cuándo se consideran contraindicadas las 
exploraciones de menores, a fin de evitar, la victimización secundaria? ¿qué 
ponderación ganancia/pérdida se ha de considerar en este asunto, cuando la propia ley 
prevé la evaluación judicial del menor? ¿es mejor que la opinión de los menores se 
evalúe en la exploración judicial o por psicólogos expertos forenses? Por ello, se 
requieren nuevos estudios que valoren la existencia, y/o el impacto de una posible 
victimización secundaria -sí es que el concepto del Derecho penal es aplicable al 
Derecho de familia-, que sea causada por la propia evaluación del menor. Aunque, de 
acuerdo con el Sataf (2011), se ha de respetar el principio de intervención mínima, el 
ISM, y valorar cuando la exploración del menor pueda estar contraindicada obtener 
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dicha información mediante la coordinación en red con otros profesionales.  
 
Respecto a las diferencias en los procedimientos utilizados en las evaluaciones de la 
custodia de menores entre IP e IEPS y el estudio de Bow y Quinnell (2002), la primera 
evidencia que se observa del estudio de éstos últimos, es que entrevistan siempre 
ambos progenitores, y a los menores en una tasa superior al 90%, aspecto que 
contrasta sustancialmente respeto a la polémica de evaluar o no, a los menores por 
parte del IEPS, y a la necesidad de evaluar al conjunto familiar cuando se trata de 
recomendar guarda y/o régimen de visitas del progenitor no custodio. Es destacable la 
gran diferencia que muestra el estudio de Bow y Quinnell (2002), al realizar el doble 
de observaciones en consulta que los IP y una diferencia mayor del 75% respecto del 
IEPS. 
 
Son necesarias futuras investigaciones que permitan comparar los resultados obtenidos 
en este estudio, y que permitan profundizar las diferencias y similitudes entre los 
informes psicológicos privados e informes psicológicos de los equipos psicosociales, 
con datos reales y fiables sobre la estructura, metodología y contenidos de la ECM. 
 
En relación a la sexta hipótesis, se corroboraron las diferencias significativas en el 
decremento de las atribuciones del RC a la madre e incremento del RC compartida, a 
partir de la implantación de la Ley 25/2010. 
    
Una primera respuesta a la pregunta sobre qué es lo que toma en cuenta el Tribunal en 
sus motivaciones al dictar sentencia, se encontró en sus manifestaciones referidas al 
texto legal: estatal, autonómico y en las sentencias que han sentado jurisprudencia. En 
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referencia a Cataluña, se observa como los criterios quedan especialmente 
determinados -entre otros-,  en base al Artículo 233-8. Responsabilidad parental, al 
artículo 236-17.1.2 y al artículo 233-9. (Ley 25/2010) 
 
1. La nulidad del matrimonio, el divorcio o la separación judicial no alteran las 
responsabilidades que los progenitores tienen respecto de los hijos de acuerdo 
con el artículo 236-17.1. En consecuencia, estas responsabilidades mantienen 
el carácter compartido, y en la medida que sea posible, se han de ejercer 
conjuntamente.” 
        “2. Los cónyuges, para  determinar como se han de ejercer las 
responsabilidades parentales, han de presentar sus propuestas del plan de 
parentalidad, con el contenido que establece el artículo 233-9. 
 
 La autoridad judicial, en el momento de decidir sobre las responsabilidades 
parentales de los progenitores, ha de atender de forma prioritaria el interés 
superior del menor. 
 
Tomando en cuenta este aspecto y entendiendo que el estudio se refiere a asuntos 
contenciosos se destaca una serie de aspectos sobre las sentencias judiciales en la 
guarda y custodia de menores. 
 
Los jueces razonaron todas sus sentencias conforme a los principios legales 
antedichos: en relación a los estudios anteriores (Arce et al., 2005; Catalán et al., 
2008; Novo et al., 2013), conviene matizar que las conclusiones emitidas por los 
jueces –como no puede ser de otra forma-, están basadas en la Ley, y los aspectos 
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psicológicos son aportados en los informes periciales psicológicos por los 
profesionales acreditados en su función auxiliar de asesoramiento de la Justicia.  
 
Las atribuciones sobre la custodia de menores y los regímenes de visita con el 
progenitor no custodio estuvieron basadas en los razonamientos expresados en las 
sentencias y referidas a los informes psicológicos de los equipos psicosociales 
adscritos a los juzgados y en su caso a los informes psicológicos privados (a veces 
denominados de parte).  
 
De acuerdo con Arch y Jarne (2008) las manifestaciones sobre la novedad jurídica, en 
este estudio sugieren confirmar la tendencia al cambio en los Juzgados de 15, 16, 17, 
18, 19, 45 y 51, de Barcelona hacía la custodia compartida.  
 
Se abren aquí, diversas cuestiones para futuros estudios: ¿Qué diferencias hay, 
respecto al tipo de custodia en las sentencias, emitidas por tribunales especializados en 
Derecho de familia y emitidas por tribunales de primera instancia e instrucción que 
han de entender en materias tanto civiles como penales? ¿Qué diferencias se plantean 
respecto a la custodia compartida, en las sentencias de divorcios contenciosos respecto 
de los divorcios por mutuo acuerdo a nivel nacional?  
 
La séptima hipótesis, también se ratificó pues la Comunidad Autónoma de Cataluña 
obtuvo un mayor porcentaje en la atribución del RC compartida, con la excepción de 
la Ciudad Autónoma de Melilla. 
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Como se puede observar, en los datos del análisis referido a las 17 Comunidades 
Autónomas, y las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla, la evolución hacía la 
custodia compartida muestra variaciones que oscilan desde un 46.76% hasta un 
3.55%. ¿Qué variables pueden explicar estas variaciones cuando la Ley es igual para 
todos? Estas elevadas diferencias entre las distintas Autonomías del territorio español, 
requieren nuevos estudios que analicen las razones de tales diferencias, que quizás, 
pueden estar relacionadas con cuestiones importantes: puesto que lógicamente los 
tribunales, se rigen por la ley, la penetración progresiva de la custodia compartida 
parece mejorar cuando existe una legislación específica; en este sentido, en materia tan 
sensible como es el ISM. 
  
La evolución de las sentencias judiciales, por la incorporación de la Ley 25/2010, ha 
mostrado un progresivo decremento de la atribución de la custodia a la madre y un 
incremento de la custodia compartida. Sería interesante apreciar en nuevos estudios, 
cómo evolución en las distintas comunidades autónomas que han incorporado la 
legislación sobre la custodia compartida.  
 
Las diferencias observadas entre las distintas comunidades y ciudades autónomas 
deberían dar lugar a nuevos estudios que analicen qué datos justifican las diferencias 
existentes. Convendrían nuevos estudios que analicen que incidencia pueden tener los 
informes periciales en las distintas comunidades y ciudades autónomas. 
 
Por otra parte, son necesarios nuevos estudios psicosociales que analicen las distintas 
tipologías familiares, ya sean uniones entre parejas nacionales o parejas mixtas, por 
Comunidades Autónomas, puesto que la implantación de la custodia compartida 
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también puede estar  influenciada por estas variables, tal como se recoge en el estudio 
de Domínguez (2014), aunque en su artículo no se relacionó las diferencias entre las 
parejas nacionales y las parejas mixtas analizado por Comunidades Autónomas.  
 
Asimismo, serían necesarios nuevos estudios que analicen que incidencia pueden tener 
la legislación sobre la custodia compartida en las comunidades autónomas con 
legislación y las comunidades y ciudades autónomas sin legislación propia.  
 
De acuerdo con Arce et al. (2005), una posible solución más cuidadosa para evitar y 
paliar el sesgo sistemático que pueda existir en la atribución de la guarda y custodia, 
fundamentalmente a las madres pasa por una formación específica de los propios 
magistrados -y de los psicólogos forenses-, con el objetivo prioritario de tratar de 
evitar el posible sesgo, así como de los efectos derivados del mismo para la mejor 
defensa del ISM. 
 
Se aprecia que los datos son sugerentes de un incremento significativo en los 
razonamientos judiciales relacionados con la introducción de la Ley 25/2010, al 
colegir la guarda y custodia compartida, al reconocimiento entre las partes en litigio, y 
al motivar las visitas intersemanales con el progenitor no custodio. No se hallaron en 
el resto de razonamientos cambios significativos, dado que podrían explicarse porque 
se sugiere que tales consideraciones ya se contemplaban con anterioridad a la 
introducción del referido texto legal.   
 
Aún tratándose de expedientes contenciosos, en los casos en que el Tribunal constató 
un mayor acuerdo entre las partes en relación a la coparentalidad, se atribuyó una 
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mayor tasa de la guarda y custodia compartida. Con la necesaria reserva, cabe plantear 
la hipótesis de valorar si la atribución de la custodia compartida pudiera ser un factor 
contributivo a la disminución del conflicto de la coparentalidad que redunde en el 
beneficio del ISM. Aunque para ello, son necesarios nuevos estudios que analicen las 
variables con capacidad para establecer un punto de corte en relación al nivel de 
conflictividad asumible, y dejar aquéllos casos que requieran intervenciones como la 
coordinación de la parentalidad al ser familias que acostumbran a resolver sus 
conflictos mediante continuos litigios (D'Abate, 2005, Rodríguez-Domínguez y 
Carbonell, 2014). Lógicamente, quedan excluidas de la custodia compartida, la 
violencia doméstica y/o de género que la ley prohíbe expresamente (Ley 25/2010). 
 
En relación a la octava hipótesis, al comparar el período 2007-2010 con el periodo 
2011-2013, no se hallaron diferencias significativas respecto de los razonamientos 
judiciales sobre la custodia compartida. 
 
Respecto a la novena hipótesis, no se hallaron diferencias significativas, sin embargo, 
las atribuciones de la custodia compartida en expedientes contenciosos, se han 
doblado (del 8.3% al 17.6%) lo que puede estar en consonancia con que los jueces 
tienen presente la nueva legislación y el ISM aplicado a los casos concretos de las 
sentencias.  
 
De acuerdo con el estudio de Arch y Jarne (2008), se observa que los datos apoyan la 
sugerencia de que el régimen de contactos preferido por los jueces es el amplio situado 
en torno al 50% de los casos.  
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En resumen, en este estudio se puede apreciar que los datos obtenidos sobre los 
tribunales analizados sugieren que los jueces razonaron en sus sentencias los aspectos 
previstos por la ley, valorando la existencia de acuerdos entre las partes respecto de la 
coparentalidad, del régimen de contactos del menor con sus progenitores, de la 
pensión de alimentos y de los gastos extraordinarios para los menores, los cambios de 
residencia, la división de la cosa común y la atribución del mantenimiento de la 
vivienda para el progenitor custodio. Acuerdos entre los progenitores y de éstos con 
los menores, y las atribuciones en los fallos de las sentencias de la guarda y custodia y 
régimen de contactos. 
 
Se constata pues, que la implantación del Libro II del Código de Familia (Ley 
25/2010) parece mejorar aspectos importantes en los razonamientos judiciales de 
acuerdo con los datos obtenidos en este estudio, destacando significativamente el 
triple de razonamientos en el período 2011-2013 en relación al 2007-2010 respecto de 
la guarda y custodia compartida, o del análisis del acuerdo entre las partes articulado a 
la coparentalidad en un incremento sustancial (2.8 vs 25.0) del primero al segundo 
período, lo cual está en consonancia con el artículo 236-17.2 de la Ley 25/2010, 
relativo al preceptivo plan de parentalidad que han de aportar los progenitores. 
 
Respecto de la atribución en el fallo de la sentencia, las atribuciones a la madre 
descendieron del 75.0 del primer período hasta el 66.2 del período posterior, 
aumentando las atribuciones de la custodia compartida a más del doble (8.3 vs 17.6), y 
relativo al régimen de contactos, se mantiene en torno al 50% la  preferencia por un 
régimen amplio tal como indicaba el estudio de Arch y Jarne (2008), manteniendo en 
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estos expedientes contenciosos un régimen de contactos restringidos en una cuarta 
parte. 
 
En su conjunto, se ha observado que las sentencias estudiadas, sugieren que han tenido 
en consideración las necesidades del menor en aras del ISM; el análisis de la 
coparentalidad en referencia a las aptitudes, las actitudes o carencias de los 
progenitores, así como, la incidencia de éstas en beneficio o detrimento del menor; la 
valoración y funcionamiento de las necesidades del menor; el análisis de las 
interacciones paterno filiales. Se han planteado las alternativas mejores o menos 
contraproducentes para el menor siempre que ha sido posible.   
 
En relación con la décima hipótesis, se ha confirmado la preferencia de los informes 
periciales de los equipos psicosociales por la custodia exclusiva a un progenitor frente 
a la compartida que mostraron mayor tasa los profesionales privados.  
 
Son necesarios nuevos estudios que puedan profundizar en las causas de tales 
diferencias en expedientes contenciosos, dada la importancia del asesoramiento 
especializado en la tarea auxiliar de estos profesionales para los jueces y magistrados.  
 
Asimismo, en la undécima hipótesis se encontraron diferencias significativas que son 
sugerentes de la existencia de una mayor confianza de los magistrados hacía los 
equipos psicosociales con respecto a los informes emitidos por los profesionales 




Aún con la salvedad de que el presente trabajo se circunscribe territorialmente a los 
juzgados de familia nº 15, 16, 17, 18, 19, 45 y 51, de la ciudad de Barcelona, se 
constata la importancia de que la introducción de la legislación (25/2010) ha 
incrementado de forma progresiva la custodia compartida. En base a la experiencia 
profesional, se sugiere que los psicólogos forenses sean peritos versados en el 
conocimiento, no sólo psicosocial sino también jurídico, puesto que la pericia debe 
estar orientada a las necesidades técnica del magistrado, de acuerdo con el art. 335 del 
vigente Código Civil (Ley 1/2000).  
 
Con este estudio se ha tratado de paliar una carencia de investigación, aportar 
evidencia empírica directa (Symons, 2010), y contribuir al conocimiento sobre las 
evaluaciones de la custodia de menores, una de las áreas trascendentales de la 
profesión porque los efectos del divorcio recaen en los menores, en las relaciones 
familiares y en el desarrollo de los procesos. Elementos fundamentales para 
comprender la protección de la infancia, la capacidad de actuar de los progenitores en 
el interés superior del menor, y el escenario en que se desenvuelve el divorcio 
(Ackerman, 2010; Echeburúa, Muñoz, y Loínaz, 2011).  
 
La escasez de investigación sobre las evaluaciones de custodia se debe, en parte, a la 
dificultad para acceder a los registros de los juzgados (Kelly y Ramsey, 2009) aunque, 
afortunadamente, en nuestro caso, la cooperación institucional ha sido esencial para la 
investigación. La evaluación de la custodia de menores pretende afirmarse en los 
principios científicos de la actividad profesional. Es un deber del perito cumplir con 
los conocimientos contrastados en los que dicha praxis se asienta. 
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Respecto a la doceava hipótesis, no se manifestaron diferencias significativas en 
relación a los criterios utilizados en las evaluaciones de IEPS y los IPCF y los IPSF, 
respecto del tipo de informe pericial y de las medidas propuestas sobre el RC.  
 
La treceava hipótesis, confirmó que los informes periciales psicológicos 
recomendaron conjuntamente el RC y el RV, pero en las propuestas de los IEPS se 
decantaron más por la custodia exclusiva, respecto del IPCF y del IPSF, con 
diferencias significativas, en contraste, los IPSF recomendaron más la custodia 
compartida que los IPCF y los IEPS. No se puede establecer una relación causal pero, 
resulta sugerente la idea de que el origen de la demanda pueda influir en las 
preferencias del evaluador. 
 
En la catorceava hipótesis, se corroboró que los jueces aceptaron en sus sentencias 
más los informes del IEPS que los de los IP. No obstante, resultó destacable que en 
conjunto, un 56.8 de las sentencias expresaran una opinión favorable de los informes 
periciales, un 6.3 parte fueran opiniones negativas, y que un 36.9 de sentencias 
desafortunadamente no exteriorizaran su opinión al respecto. 
 
El estamento judicial precisa de la tarea de los peritos porque han de realizar 
atribuciones sobre asuntos relacionados con temas de familia, siendo ésta una labor 
concreta que demanda de conocimientos específicos en esta materia. En su labor, los 
jueces y magistrados no disponen de los instrumentos técnicos sobre las características 
de vínculos afectivos y de relaciones familiares establecidas por los litigantes. En las 
evaluaciones psicológicas forenses se ha de obtener esta información para facilitar a 
los jueces un conocimiento integral del grupo familiar. El informe pericial debería ser 
__________________________________________________________________ 222 
la forma probatoria objetiva sobre las capacidades parentales de los adultos implicados 
en los expedientes judiciales.  
 
La valoración de los tribunales sobre el informe psicológico resultó positiva en más de 
la mitad del total de las sentencias emitidas. Sí bien, las preferencias de las sentencias 
se decantaron por los equipos psicosociales adscritos a los juzgados de familia. Tal y 
como se esperaba la peor valoración recayó en los informes periciales firmados por 
profesionales sin la debida formación. Se confirma que las evaluaciones del SATAF 
poseen una destacada importancia en las resoluciones judiciales.  
 
Respecto a la quinceava hipótesis, se encontró que aproximadamente la mitad  de las 
sentencias instaron a las partes a seguir las recomendaciones del informe pericial con 
una diferencia significativa a favor de los IEPS adscritos a los juzgados de familia. No 
se hallaron diferencias significativas al aludir a otros informes anteriores, ni al citar 
contra informes. 
 
En la decimosexta hipótesis,  no se hallaron diferencias significativas en relación a 
los criterios utilizados en las sentencias judiciales respecto del RC.  
 
Las sentencias judiciales, a pesar de no mostrar diferencias significativas en relación a 
los informes presentados por ambos grupos, atribuyeron la custodia exclusiva (67.7 a 




Sin embargo, sí se observaron más diferencias significativas en relación al RV en los 
informes emitidos por los IEPS que en los de los IP. Respecto al RV, la mitad de las 
sentencias atribuyeron un sistema amplio de contactos paterno filiales, teniendo en 
consideración que eran expedientes contenciosos. 
 
Se observaron diferencias significativas entre los tres grupos IEPS, IPCF e IPSF. La 
valoración de los tribunales sobre el informe psicológico resultó positiva en más de la 
mitad del total de las sentencias. Las preferencias en las sentencias se decantaron por 
los IEPS y la peor valoración recayó en los informes firmados por profesionales sin 
formación forense. Se percibió que la mitad del total de las sentencias instaron a las 
partes a seguir las recomendaciones del informe pericial con una diferencia 
significativa a favor del IEPS.  
 
Las sentencias escasamente aludieron a otros informes anteriores, sí bien una cuarta 
parte de los IPCF mostraron diferencias significativas. No se hallaron diferencias en  
las sentencias al mencionar contra informes periciales. 
 
Globalmente, más de las tres cuartas partes de las sentencias mostraron acuerdo con 
los informes de los IEPS, y IP sin diferencias significativas sobre la atribución de la 
custodia. No obstante, la máxima discrepancia se observó en la atribución del RV con 
el progenitor no custodio, con diferencia significativa a favor del IEPS adscritos a los 
juzgados de familia. 
 
Los psicólogos forenses, en su función auxiliar, debidamente formados pueden aportar 
al estamento judicial el soporte preciso y apropiado a las nuevas demandas que están 
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surgiendo en relación con los constantes cambios sociales.  
 
Se han confirmado la mayor parte de las hipótesis de la investigación, y en base a  
ello, es lícito sostener que estos argumentos analizados son compatibles para otorgar 
validez a un instrumento técnico como es el dictamen psicológico en su aplicación 
como soporte judicial. 
 
En base a este estudio, quizás sean necesarias algunas propuestas de futuro que 
consisten en: 
 
- Realizar nuevas investigaciones que faciliten el análisis del origen de las demandas y 
conocer las limitaciones a que están sujetas. 
 
- Potenciar más la utilización del turno de intervención profesional de los colegios 
oficiales de psicólogos ante la Administración de Justicia. 
 
- Mejorar la metodología y estructuración de los informes periciales, tal como se 
recoge en las guías de buenas prácticas del COPC, y COPM (COPC, 2014; COPM, 
2009), y lograr una mejor comprensión de las contradicciones de los psicólogos 
forenses con los principios éticos (Molina et al., 2012).  
 
- Las diferencias observadas son sugerentes de la necesidad de la regulación de la 
formación específica forense dada la ingente responsabilidad profesional, en 
concordancia con el art. 17 del Código Deontológico (COP, 2010), y recientemente, 
planteada en el proyecto no de Ley de la Comisión de Justicia de las Cortes Generales 
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(BOCG, 2013), y por consiguiente, mejorar la formación forense de los profesionales 
dedicados a ésta área. 
  
- De acuerdo con el estudio de Bow y Quinnell, (2001),coincidimos en la necesidad de 
mejorar la calidad técnica de una buena parte de los informes psicológicos, 
especialmente de los IPSF. 
 
- Tal como evidencia la literatura (Domínguez, 2014; Unicef, 2013), es muy probable 
que en los próximos años, los psicólogos forenses reciban un incremento de demandas 
de evaluación de la custodia de menores en casos de traslados internacionales, por lo 
que  resulta necesario, abrir espacios específicos de formación y reflexión en ésta área 
relacionada con los derechos de los menores (Rodríguez-Domínguez, Jarne y 
















A continuación se exponen las principales limitaciones de los estudios que conforman 
esta tesis doctoral.  
 
La primera limitación es que las muestras fueron autoseleccionadas y no aleatorias. A 
pesar de que se trata de una muestra suficiente (considerando el contexto de 
referencia), no es suficientemente representativa y es, por lo tanto, necesario ser 
prudente en la generalización de los resultados. Representan expedientes judiciales 
contenciosos de siete de los ocho Juzgados de Familia de Barcelona ciudad. Esta 
limitación territorial que afecta a la presente investigación se relaciona con el hecho de 
que los expedientes que configuran la muestra se refieren al territorio de la 
circunscripción de Barcelona. Hay que  destacar el sesgo que ha supuesto que sólo se 
hayan podido estudiar los juzgados que han colaborado en la presente investigación, 
aportando los expedientes contenciosos con informes psicológicos y las sentencias 
solicitadas. Para solventar esta limitación, se recomienda en futuros estudios; a) 
evaluar expedientes contenciosos en otros juzgados que entienden en causas de 
divorcio, pero que no son especializados en Derecho de familia; b) evaluar 
expedientes contenciosos en otras comunidades y ciudades autónomas, con y sin 
legislaciones en Derecho de familia; c) estudiar los expedientes de mutuo acuerdo 
tanto en juzgados especializados en Derecho de familia como en Juzgados de Primera 
Instancia e Instrucción que también entienden sobre estos asuntos. 
 
La segunda limitación se relaciona con el grado de representatividad del género de los 
profesionales firmantes de los dictámenes. La muestra  de mujeres fue más amplia, en 
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concordancia con la presencia mayoritaria del género femenino en la profesión de la 
Psicología. Se recomienda emplear estrategias para captar informes periciales en que 
los firmantes sean hombres. 
 
La tercera limitación es que se realizó en el ámbito aplicado por cuanto presenta una 
mayor validez externa pero una menor validez interna. La cuarta limitación, hace 
referencia a que no es posible asegurar la igualdad entre los grupos respecto a otras 
posibles variables de confusión. La quinta limitación es que no es posible establecer 
relaciones causales ni generalizar  los resultados ya que se trata de un estudio 
básicamente descriptivo.  
 
La sexta limitación tiene relación con el período en el cual se realizó la investigación. 
Se inició en octubre de 2012 y finalizó en junio de 2014. Finalmente hay que señalar 














A continuación se exponen las conclusiones de esta tesis, organizadas en función de 
los objetivos planteados en la misma. 
 
1.- La mayoría de los informes psicológicos presentados ante los tribunales de familia 
de la ciudad de Barcelona mostraron una estructura completa acorde a las 
recomendaciones de las guías nacionales e internacionales; estuvieron organizados en 
apartados, incluyeron la competencia parental y el tipo de custodia recomendado y 
fueron escritos en un lenguaje claro y comprensible. Aunque ello es aplicable tanto a 
los informes privados como a los de los equipos psicosociales, estos últimos 
presentaron mayor homogeneidad en la estructuración, lo que resulta congruente con 
el requisito previo de ajustarse a un protocolo establecido. Los informes de los 
psicólogos privados con formación específicamente forense reflejaron una mayor 
estructuración y contenían mayor información que los psicólogos privados que 
carecían de formación especifica forense. 
 
2.- A pesar de ello se evidenciaron algunas diferencias entre los informes privados y 
los de los equipos psicosociales; la más importante fue que en los informes privados 
casi siempre se entrevistó a los menores y en los de los equipos psicosociales no se 
hizo casi nunca. La segunda divergencia importante es que en los informes de los 
equipos psicosociales siempre se entrevistó a ambos progenitores y en los informes de 
los psicólogos privados no, siendo mayor la frecuencia de la evaluación de los padres 
frente a las madres. En tercer lugar una mayoría de los informes de los psicólogos 
privados utilizaron herramientas de psicometría mientras que los equipos psicosociales 
apenas las utilizaron. Finalmente, los informes de los psicólogos privados se centraron 
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tanto en la evaluación de la competencia parental como sobre el tipo de custodia y 
régimen de visitas, mientras que los de los equipos psicosociales se basaron 
preferentemente en las competencias parentales. En general muy pocos informes 
reconocieron las limitaciones del dictamen, pero en los informes de los psicólogos 
privados se reconoció una mayor tasa sobre las limitaciones del informe, y de citación 
del art. 335 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, que en los informes de los equipos 
psicosociales. 
 
3.- Tanto los informes periciales de los equipos psicosociales como los informes de los 
psicólogos privados evidenciaron una mayor preferencia por la custodia exclusiva a un 
progenitor frente a la custodia compartida. No obstante, en los informes periciales 
privados se observó el doble de propuestas por la custodia compartida que en los 
informes de los equipos psicosociales. 
 
4.- Respecto a los razonamientos judiciales, expuestos en las sentencias, se tendió a 
valorizar la presencia de acuerdos entre las partes respecto de la coparentalidad; 
analizar el régimen de contactos del menor con sus progenitores; considerar la pensión 
de alimentos y de los gastos extraordinarios para los menores, los cambios de 
residencia, la división de la cosa común y la atribución del mantenimiento de la 
vivienda para el progenitor custodio. Se confirió una especial importancia al acuerdo 
entre las partes en relación a la coparentalidad, a los acuerdos entre los progenitores y 
de éstos con los menores. En su conjunto, se ha observado que las sentencias 
estudiadas han tenido en consideración las necesidades del menor en aras del Interés 
Superior del Menor, el análisis de la coparentalidad en referencia a las aptitudes 
parentales, las actitudes y las  carencias de los progenitores, así como, su incidencia en 
__________________________________________________________________ 230 
beneficio o detrimento del menor,  la valoración y funcionamiento de las necesidades 
del menor, el análisis de las interacciones paterno filiales y en general se consideraron 
y plantearon las mejores alternativas o menos contraproducentes para el menor 
siempre que fue posible.   
 
5.- Se desglosan las conclusiones según los sub objetivos 
 
5.1- En la presente muestra se sigue atribuyendo mayoritariamente la custodia a las 
madres; en torno al setenta por ciento de los casos. 
 
5.2.- En este estudio sobre datos exclusivamente de los juzgados de Barcelona, el 
porcentaje de custodias exclusivas es menor al del resto del estado español. Por otra 
parte, se ha observado que porcentualmente en Cataluña los fallos de las sentencias 
establecieron más custodias compartidas que en el resto de Comunidades Autonomías, 
excepto la ciudad Autónoma de Melilla.  
 
5.3.- En relación al período 2007-2010, anterior a la implantación de la ley 25/2010, 
en Barcelona, se ha observado un decremento en la atribución de la guarda y custodia 
a la madre y un incremento en la atribución de más del doble de la custodia 
compartida, con una marcada tendencia en este sentido.  
 
5.4.- Cuando se optó por una custodia exclusiva, la sentencia adoptó asimismo un 
régimen de contacto con el otro padre no custodio, amplio y poco restrictivo en la 
mitad de los casos. Cabe añadir la salvedad de que los expedientes analizados fueron 
exclusivamente contenciosos. 
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6.- Se desglosan las conclusiones según los sub objetivos 
 
6.1.- Globalmente, la mayoría de sentencias, más de tres cuartas partes, mostraron 
acuerdo con los informes psicológicos presentados ante el tribunal, tanto si eran de 
procedencia privada como de los equipos psicosociales. Este dato es sugestivo de ser 
un buen indicador sobre la importancia e influencia que tienen los informes 
psicológicos periciales para los tribunales de familia de la ciudad de Barcelona, a la 
hora de tomar sus decisiones.  
 
6.2.- No se hallaron diferencias significativas en la concordancia entre la procedencia 
de los informes y los criterios utilizados en las sentencias judiciales respecto del 
régimen de custodia, sí bien los equipos psicosociales obtuvieron un mayor porcentaje 
que los informes de psicólogos privados. En relación al régimen de contactos con el 
progenitor no custodio los informes emitidos por los equipos psicosociales obtuvieron 
mayor concordancia con las sentencias. Cabe resaltar que las sentencias atribuyeron la 
custodia exclusiva en una proporción muy similar a las recomendadas por los equipos 
psicosociales. Por tanto, este dato permite concluir que los jueces en las sentencias 
mostraron mayor confianza en las recomendaciones para la atribución de la custodia 
de los equipos psicosociales que la de los informes periciales privados, y de forma 
especial en la atribución del régimen de visitas con el progenitor no custodio. 
 
6.3.- En la mitad del total de las sentencias se instó a las partes a seguir las 
recomendaciones del informe pericial.  
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6.4.- Cuando se hizo esta recomendación, se observó una mayor confianza de los 
magistrados hacía los informes de los equipos psicosociales que hacía los informes 
emitidos por los profesionales privados. 
 
6.5.- En más de la mitad de las sentencias la valoración de los tribunales sobre el 
informe psicológico resultó positiva, expresándose así de manera explícita. Resultó 
manifiestamente negativa en un once por cien de los casos y en el treinta y seis por 
ciento restantes los tribunales  no expresaron su opinión sobre los dictámenes. 
 
6.6.- La peor apreciación recayó en los informes firmados por psicólogos privados sin 
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Glosario de abreviaturas  
APA……………......American Psychological Association 
ECM……………….Evaluación de la custodia de menores 
ECMI………………Evaluación de la custodia de menores internacional 
EFPA……………….European Federation Psychological Association  
CC………………….Código Civil 
CCC………………..Código Civil Catalán 
COP………………..Colegio Oficial de Psicólogos 
COPC………………Col·legi Oficial de Psicologia de Catalunya  
COPM……………...Colegio Oficial de Psicólogos de Madrid 
CE………………….Consejo de Europa 
CGPJ………………Consejo General del Poder Judicial 
CH…………………Convenio de la Haya 
DGAIA…………….Direcció General d’Atenció a la Infància i Adolescència 
MF…………………Mediación Familiar 
LEC………………..Ley de enjuiciamiento civil 
IEPS…………….….Informe del equipo psicosocial  
INE…………………Instituto Nacional de Estadística  
IP/IPP………….…..Informe psicológico / Informe psicológico privado  
IPCF……………….Informe psicológico con formación específica forense 
IPSF………………..Informe psicológico sin formación específica forense 
ISM………………...Interés superior del menor 
ONU………………..Organización de las Naciones Unidas 
PP…………………..Plan de parentalidad 
RC………………….Régimen de custodia 
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RV………………….Régimen de visitas  
SAPB……………….Sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona 
SATAF……………..Servei d’Assessorament Tècnic en l’Àmbit de Família 
STS…………………Sentencia del Tribunal Supremo 
STSJ………………..Sentencia del Tribunal Superior de Justicia  
STSJC……………...Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña 
TIP…………………Turno de intervención profesional 
 
Glosario de términos técnicos  
Alienación parental: Estrategias de un progenitor, tendentes a manipular la 
conciencia de los hijos para imposibilitar, entorpecer o destruir sus vínculos 
emocionales con el otro progenitor. 
 
Antecedentes de hecho: Circunstancias previas a la disolución de la pareja que 
pueden servir como referencia para comprender mejor las relaciones paterno-filiales 
con mayor precisión. 
 
Atribuciones o disposiciones judiciales: Asignación de la guarda y custodia, régimen 
de contactos con el progenitor no custodio y demás competencias parentales y de 
relaciones económicas; pensión de alimentos, pensión compensatoria, asignación del 
uso de la vivienda, y división de la cosa común, en el fallo de la sentencia judicial. 
 
Audiencia del menor:  En los procesos consensuales no es imperativo oír a los 
menores que tengan suficiente juicio si el juez no lo estima necesario, de oficio o a 
petición del Fiscal, partes, miembros del equipo técnico o del propio menor. 
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En los  procedimientos contenciosos si se estima necesario de oficio o a petición del 
fiscal, partes o miembros del Equipo Técnico Judicial o del propio menor, se oirá a los 
hijos menores o incapacitados si tuviesen suficiente juicio y, en todo caso, a los 
mayores de doce años.  
En las evaluaciones de menores en los procedimientos civiles se garantizará por el 
Juez que el menor pueda ser oído en condiciones idóneas para la salvaguarda de sus 
intereses, sin interferencias de otras personas y, recabando excepcionalmente el 
auxilio de especialistas cuando ello sea necesario. 
 
Avunculado: Tipo de estructura familiar en la cual el tío materno ejercita la autoridad 
paterna, característica especialmente en los regímenes matrilineales. 
 
Código de conducta: Comportamiento ético, recogido en un documento de la A. P. A. 
en el cual se exponen una serie de principios de aceptación voluntaria, y que el 
psicólogo en su ejercicio profesional se compromete a seguir. 
 
Co-mediación: Mediación ejercida por dos o más mediadores, generalmente de 
profesiones diferentes. 
 
Comunicación: Se ha definido como un intercambio de sentimientos, opiniones, o 
cualquier otro tipo de información mediante el habla, escritura u otro tipo de señales. 
Según los axiomas de Paul Watzlawick (1981), a) es imposible no comunicarse, b) 
toda comunicación tiene un aspecto de contenido y uno de relación, tales que el 
segundo califica al primero y es por ende una meta comunicación, c) la naturaleza de 
una relación depende de la puntuación de secuencias de comunicación entre los 
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comunicantes, d) los seres humanos se comunican tanto digital como analógicamente, 
e) el lenguaje digital cuenta con una sintaxis lógica sumamente compleja y poderosa 
pero carece de una semántica adecuada en el campo de la relación, mientras que el 
lenguaje analógico posee la semántica pero no una sintaxis adecuada para la definición 
inequívoca de la naturaleza de las relaciones, f) los intercambios comunicacionales 
son simétricos o complementarios según estén basados en la igualdad o la diferencia. 
 
Conani: Consejo Nacional de Niñez y Adolescencia de la República Dominicana. 
 
Conflicto conyugal: Causado por discordancias, decepciones, incomprensión sobre 
las opiniones del otro, protección o quebrantamiento de los derechos personales, 
luchas de poder, desavenencias en temas de religión o filosofía, intransigencia de 
reglas, tareas domésticas, sexualidad, horario de trabajo, celos, infidelidad, 
dificultades con la familia de origen, dificultades económicas, etc. 
 
Conflicto de ausencia del progenitor: Entre los tipos de conflictos que se han 
observado en los casos de separación o divorcio estaría la ausencia de uno de los 
progenitores. 
 
Conflicto de invalidación del progenitor: Se da cuando un progenitor invalida al 
otro, acusándolo de malos tratos hacía los hijos, supuestos abusos sexuales o cualquier 
otro tipo de conducta comprometida con la finalidad de imposibilitar la relación filio-
parental con el otro progenitor. 
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Conflicto de lealtades: Se da cuando los menores se ven influidos por un progenitor 
para obtener el apoyo en contra del otro progenitor. 
 
Contra informe pericial: Se trata de un tipo de informe que examina otro informe 
pericial para evidenciar posibles errores en la metodología empleada, en el análisis de 
los datos, o en las conclusiones del dictamen. 
 
Convenio regulador: Compromiso bilateral de los cónyuges de regulación de las 
implicaciones jurídicas del matrimonio tras la separación o el divorcio. 
Es un acto jurídico de carácter familiar en el cual se especifican las relaciones paterno 
filiales y las relaciones económicas de los consortes. 
 
Coordinación en red:  Método de contrastación del perito con distintos profesionales 
que intervienen en el caso que está evaluando; profesores, pediatras, psicoterapeutas o 
pedagogos, etc.    
 
Coordinación de parentalidad: Proceso alternativo de resolución de disputas 
centrado en el menor, donde un profesional de la salud mental o del ámbito judicial 
con formación y experiencia en mediación familiar asiste a progenitores altamente 
conflictivos para ayudarlos a implementar su plan de parentalidad. Tratando de 
facilitar la resolución de sus contiendas, educando a los progenitores sobre las 
necesidades de sus hijos y, mediante el consentimiento de las partes y/o del juzgado 
para tomar algunas decisiones menores, dentro del ámbito de la sentencia o contrato 
de designación del Coordinador de Parentalidad. 
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Custodia compartida: Situación legal que, en caso de separación matrimonial o 
divorcio, ambos padres desempeñan la custodia legal de sus hijos menores de edad, en 
igualdad de condiciones y de derechos sobre los mismos. 
 
Custodia exclusiva: Situación legal que, en caso de separación matrimonial o 
divorcio, un progenitor desempeña la custodia legal de sus hijos menores de edad.  
 
Custodia repartida: Situación legal que, en caso de separación matrimonial o 
divorcio, un progenitor desempeña la custodia legal de algún hijo menor de edad, y el 
otro progenitor desempeña la custodia legal de otro hijo menor de edad.  
 
Custodia retirada: Situación legal que, en caso de separación matrimonial o divorcio, 
se retira la custodia legal a los progenitores, otorgándola a terceros; abuelos, 
instituciones de atención a menores. 
 
Demandado: Persona contra quien se actúa judicialmente.  
 
Demandante: Persona que interpone una demanda judicial. 
 
Derecho de familia: Conjunto de normas e instituciones jurídicas que regulan las 
relaciones personales y patrimoniales de los integrantes de una familia, entre sí y 
respecto de terceros. Incluye la institución del matrimonio y de la filiación. 
 
Derecho de visita: Es una función familiar, prevista por la ley, para que en la 
disolución familiar los hijos puedan mantener la comunicación con el progenitor no 
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custodio de forma que la relación padre e hijos sea lo más normalizada posible. Se 
procura evitar que los menores sufran otros daños distintos a los causados por la 
carencia de la presencia cotidiana de ambos padres, debiendo, por tanto, potenciarse 
los contactos con el progenitor que no ostente la custodia. El derecho de visita viene 
regulado en el art. 94, del CC, y es interpretado no como un propio y verdadero 
derecho, sino un complejo de derecho-deber, cuyo adecuado cumplimiento no tiene 
por finalidad satisfacer deseos o derechos de los progenitores, sino también cubrir 
necesidades afectivas y educativas en aras de un desarrollo equilibrado de los 
menores.  
 
Dictamen: Informe de evaluación pericial realizado por un especialista en la materia. 
Opinión y juicio que emite y ratifica el perito o especialista en la vista oral sobre la 
evaluación realizada. 
 
Disolución de la relación de la pareja: Finalización de la relación de la pareja de 
hecho, o del matrimonio.  
 
División de la cosa en común:  La división de la cosa común o “actio communi 
dividundo” se puede considerar como la causa por excelencia de extinción de las 
propiedades comunes. Regulada específicamente en los arts. 400 y ss. del Código 
Civil. Por medio de la división cada uno de los cónyuges se convierte en propietario 
exclusivo de la parte que le corresponda. Esta concreción de su parte exclusiva se lleva 
a cabo por medio de la división de la cosa común que puede ser de diferentes formas: 
económica, material, legal o extrajudicial.  
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Divorcio emocional: El cual precisa la elaboración del duelo, en tanto que reacción 
psicológica, ante la pérdida por el final de la relación de pareja.  
 
Divorcio jurídico: Disolución del vinculo matrimonial, si bien, en un sentido amplio, 
se refiere al proceso jurídico que tiene como objetivo finalizar una unión conyugal. 
 
Entrevista forense: su objetivo es obtener una declaración de las personas implicadas 
en la evaluación para aportar aquella información necesaria y suficiente para el 
proceso judicial, de tal forma que resulte imparcial, neutral, y que se ajuste a la 
realidad de los entrevistados, de forma que facilite la correcta toma de decisiones del 
juzgador. Este tipo de entrevista no es parte de un proceso de tratamiento.  
 
Estándar de aproximación: El Instituto Estadounidense de Derecho propuso para los 
casos de custodias disputadas un estándar de aproximación, de tal forma que el 
Tribunal debería asignar a cada padre una proporción de tiempo del progenitor con el 
menor similar a la proporción de tiempo que cada progenitor utilizó antes de la 
disolución de la pareja, para la ejecución de las funciones parentales con el menor.  
 
Estructura formal del informe pericial: cuando la estructura comprende el objetivo, 
la metodología, los resultados, la discusión, las conclusiones y las recomendaciones. 
 
Estructura formal del informe pericial parcial: se entiende por estructuración del 
informe parcial (si hay ausencia de algún elemento de la estructura formal). 
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Estructura formal del informe pericial completa: se entiende por estructuración del 
informe completa (si comprende todos los elementos). 
 
Filiación: La filiación es un derecho jurídico que existe entre dos personas donde una es 
descendiente de la otra, sea por un hecho natural o por un acto jurídico. La filiación 
biológica puede no coincidir con la filiación jurídica. 
 
Forense: Se aplica al especialista que está encargado por un juez o solicitado por una 
o ambas partes para emitir un dictamen ante el foro.  
 
Gastos extraordinarios: Entre las medidas de regulación de las consecuencias de la 
ruptura de la relación de una pareja, el juez ha de establecer la contribución de ambos 
progenitores al mantenimiento de las necesidades y gastos de sus hijos. Pero, el 
concepto de gasto extraordinario, en si mismo, es indeterminado e inespecífico, 
requiere predeterminación y objetivación en cada situación específica: debe ser, a) 
necesario, b) carecer de una periodicidad prefijada, c) ser imprevisible, d) ser asumible 
por el progenitor alimentante, y e) no estar incluido entre los alimentos o los gastos 
ordinarios.  
 
Guarda y custodia: debe ser atribuida a uno o a otro, o a ambos de forma compartida, 
como consecuencia de la cesación de la vida en común de los progenitores. La guarda 
y custodia se concibe para vivir, cuidar y asistir a los hijos. Es independiente de la 
patria potestad. La guarda y custodia se puede atribuir a uno de los cónyuges, 
compartida entre ambos o a una tercera persona. 
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Guías de parentalidad: Son guías de orientación sobre la parentalidad positiva, 
propiciadas  desde las políticas públicas de apoyo a la familia de forma que se pueda 
conciliar la vida laboral, familiar y personal, con los horarios laborales de los 
progenitores, a veces muy extensos, y tratando de adecuar y/o compaginar con los de 
los menores en el contexto familiar para la adecuada socialización primaria del menor. 
 
Informe de competencia parental: Informe que analiza el conjunto de aquellas 
capacidades que permiten a los progenitores afrontar de forma dúctil y adaptativa la 
responsabilidad parental, conforme a las vicisitudes progresivas y formativas de los 
menores con los patrones considerados como aceptables por la sociedad, y 
beneficiando todas las oportunidades y apoyos que ofrecen los sistemas de influencia 
de la familia 
para expandir dichas capacidades. Se pueden perfilar las capacidades educativas, socio 
cognitivas, de autocontrol, de manejo del estrés, y sociales (Rodrigo y Martín, 2009). 
No incluye el estudio del tipo de custodia. 
 
Informe de parentalidad y tipo de custodia: Informe que incluye las competencias 
parentales de los progenitores, y analiza el tipo de custodia más idóneo para los 
menores. Precisa que sean evaluados todos los miembros de la unidad familiar. 
 
Informe pericial: La estructura del informe pericial dentro del ámbito forense se 
ajusta  
al siguiente formato: a) Introducción: datos de identificación del perito psicólogo, 
debe constar la referencia del asunto y del Juzgado, quién realiza la petición del 
informe, y el motivo por el que se solicita. b) Antecedentes de hecho: donde se 
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recogerán la versión de los evaluados.  c) Datos biográficos y familiares: donde 
también se van a recoger la versión de los evaluados y la versión de otros 
profesionales mediante la coordinación en red, si la hubiera. d) Aplicación de 
instrumentos y técnicas de evaluación contrastadas científicamente. e) Integración de 
los resultados: donde debe constar el punto de vista del perito. f) Conclusiones: en las 
que se debe dar respuesta concreta al motivo por el que se encomendó el informe. g) 
Recomendaciones: en caso de que el profesional considere adecuado hacerlas. 
 
Informe provisional de urgencia: El proceso declarativo puede resultar exiguo para 
la reorganización de las relaciones familiares tras la ruptura de relación matrimonial o 
de la pareja. Al ser apremiante la necesidad de la regulación, la legislación ha previsto 
un sistema de protección provisorio basado en las medidas cautelares previas. Para 
ello, el informe provisional de urgencia, permite dar una respuesta previa al tribunal 
para asegurar la tutela judicial. Es útil, por ejemplo, para elaborar las medidas 
protectoras de menores tendentes a evitar agresiones al menor, o al otro cónyuge; o 
para evitar un posible secuestro internacional.  
 
Insaculación: Se designa insaculación (lat. in sacculum,) a la táctica de elegir 
especialistas, u oficiales de justicia de una lista establecida al efecto. Debe realizarse 
por sorteo la elección ciega de uno o más profesionales para realizar las 
responsabilidades delegadas por el tribunal. 
 
Interés superior del menor: Es un concepto jurídico abierto, indeterminado y 
abstracto que sólo podrá ser concretado cuando se aplique al caso particular. Es un 
compendio de acciones y procesos tendentes a garantizar el desarrollo integral digno, 
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con las mejores condiciones materiales y afectivas posibles que permitan alcanzar el 
máximo de bienestar posible a los menores. 
 
Justicia restaurativa: Frente a la justicia retributiva que supone que el delito es un 
quebranto de una norma jurídica, la justicia restaurativa plantea en primer lugar que la 
reparación del daño causado debe plantearse en beneficio de la victima.    
  
Juzgado de Familia: Son Tribunales de Primera Instancia, civiles, especializados en 
Derecho de familia, con competencia para el conocimiento de todos los pleitos civiles 
de naturaleza familiar. Su creación se reguló a partir del Real Decreto 1322/1981, de 3 
de Julio, y publicado en el B. O. E. Del 8 de Julio.  
 
Limitación del informe pericial: El informe pericial, debe especificar las 
limitaciones del mismo, los aspectos que no se han podido dilucidar, conforme al 
estado del conocimiento científico actual.  
“Los informes psicológicos habrán de ser claros, precisos, rigurosos e inteligibles para su 
destinatario. Deberán expresar su alcance y limitaciones, el grado de certidumbre que acerca 
de sus varios contenidos posea el informante, su carácter actual o temporal, las técnicas 
utilizadas para su elaboración, haciendo constar en todo caso los datos del profesional que lo 
emite”. Art. 48 (COPM, 2009, pp. 15). 
  
Matrimonios mixtos: Término utilizado para expresar la unión entre dos cónyuges de 
distinta nacionalidad. 
 
Mediación familiar extrajudicial: Se practica por profesionales del sector privado 
con habilitación legal para su ejercicio.  
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Mediación familiar: Se define como ‘el recurso voluntario alternativo de solución de 
los litigios familiares por vía de mutuo acuerdo con la intervención de un mediador, 
imparcial y neutral’ recogido en la Ley 15/2005, de 8 de julio, que modifica al Código 
Civil y a la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Desde el punto de vista del proceso de la 
comunicación, se podría ampliar esta definición como un proceso estructurante, 
resultado de la interrelación de los progenitores y los menores, los profesionales, los 
procesos y las prácticas comunicativas con distintos procesos e instancias sociales. 
 
Mediación familiar inclusiva del menor: El menor es incluido en el proceso de la 
mediación, informándole de las decisiones y atendiendo sus opiniones.   
 
Mediación familiar focalizada en el menor: El menor no es incluido en el proceso 
de la mediación, pero ésta se centra fundamentalmente en el menor, sus necesidades e 
intereses. 
  
Mediación intrajudicial: Se practica por profesionales funcionarios de la 
Administración habilitados legalmente para su ejercicio.  
 
Mediación terapéutica: En ella se focaliza la intervención mediante una 
aproximación sistémica para: a) tratar de sanar el trauma emocional, b) generar un 
plan de acción para lograr acuerdos, c) tratar la restauración del bienestar emocional, 
d) centrada en el conjunto familiar, y e) busca transformar las relaciones post-divorcio, 
relacionado con los menores. 
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Medidas de oposición a la DGAIA: Se corresponde con la demanda interpuesta por 
un progenitor o ambos contra una resolución de la Dirección General de Atención a la 
Infancia y a la Adolescencia como una medida institucional protectora, que 
habitualmente es dictada preventivamente, y que puede ser ratificada por resolución 
posterior a causa un supuesto desamparo de un hijo menor.  
 
Medidas cautelares: Se trata de una garantía que se dicta mediante providencia 
judicial, para asegurar que un determinado derecho pueda ser efectivo durante el 
proceso del litigio en el que se investigue la existencia y legitimidad de tal derecho. 
Para su aplicación son requisitos indispensables, el “fumus boni iuris” o apariencia de 
buen Derecho y el “periculum in mora” o peligro/riesgo por el paso del tiempo. Las 
medidas cautelares implican la adopción de medidas judiciales para que dicho derecho 
o acción protectora sea reconocido. Por consiguiente, son las decisiones judiciales 
adoptadas por el juez, y que sin prejuicio de la resolución judicial procuren plena 
efectividad para los interesados o para la parte procesal.  
 
Modificación de medidas previas: Los acuerdos establecidos en el convenio 
regulador, tras el divorcio o separación de los cónyuges, pueden ser objeto de 
modificación de medidas previas, por circunstancias sobrevenidas relevantes. El Juez 
puede dictar la modificación o la resolución del anterior convenio para adaptarse a la 
nueva situación, ahora bien, se han de producir acontecimientos que repercutan en la 
relación paterno filial así como en la obligación y en su cumplimiento. Para que 
puedan  alterarse acuerdos anteriores se precisan los siguientes requisitos: a) que entre 
las circunstancias en el momento del cumplimiento del convenio regulador y las de la 
nueva demanda por modificación se haya producido una alteración extraordinaria; b) 
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que consecuencia de dicha alteración resulte una desproporción exorbitante y fuera de 
todo cálculo entre las prestaciones convenidas; c) que ello se haya producido 
sobreviniendo circunstancias realmente imprevisibles; y d) que se carezca de otro 
medio para subsanar el referido desequilibrio.  
 
Observación en medio artificial: Observación de pautas de relación parental con los 
hijos menores de edad, en el gabinete o consultorio. 
 
Observación en medio natural: Observación de pautas de relación parental con los 
hijos menores de edad, en el domicilio del menor. 
 
Pacta sunt servanda: Principio jurídico establecido para que puedan cumplirse con 
garantía de seguridad de y estabilidad los pactos que se dictaron en sentencia. En 
nuestro caso, el convenio regulador estipulado tras la separación o el divorcio.  
 
Patria potestad: Se define como la relación existente entre los progenitores y los 
hijos y que prevé el complejo de deberes y derechos de los progenitores en relación 
con los hijos menores de edad no emancipados, y su protección. Tiene por objeto el 
cuidado, desarrollo y educación integral de los mismos. Comprende la guarda, 
representación y la administración de sus bienes. 
 
Pensión de alimentos: Cuantía asignada en el convenio regulador y fijada en la 
sentencia judicial, para los gastos ordinarios de manutención, educación, ocio y 
sanidad del menor, que han de aportar proporcionalmente a sus ingresos los 
progenitores.  
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Perito: La Ley de Enjuiciamiento Civil (1/2000) en la sección 5ª en su artículo 335 
recoge lo siguiente: Art. 335. Objeto y finalidad del dictamen de peritos. Juramento o 
promesa de actuar con objetividad. Cuando sean necesarios conocimientos científicos, 
artísticos, técnicos o prácticos para valorar hechos o circunstancias relevantes en el 
hacer o adquirir sobre estos, las partes podrán aportar al proceso el dictamen de peritos 
que posean los conocimientos correspondientes o solicitar, en los casos que prevé esta 
ley, que se emita dictamen de un perito designado por el tribunal. Al emitir dictamen, 
el perito ha de manifestar, bajo juramento o promesa de decir la verdad, que ha 
actuado, y si es preciso, que actuará con la máxima objetividad posible, que toma en 
consideración tanto lo que pueda favorecer como lo que sea susceptible de causar 
perjuicio a cualquiera de las partes, y que es conocedor de las sanciones penales en 
que puede incurrir si incumple su deber como perito. 
 
Perito de parte: Denominación coloquial que designa al perito en ejercicio privado de 
la actividad profesional, contratado habitualmente por una u otra, o ambas partes en 
litigio.  
 
Pernoctas inter semanales: Descansos que el menor realiza entre semana en el 
domicilio del progenitor no custodio.  
 
Plan de parentalidad: Documento que especifica como se van a desarrollar las 




Potestad parental: Responsabilidades, funciones y derechos-obligaciones que atañen 
a personas unidas por vínculos de filiación acorde a la legislación actual con menores 
de edad y que deben ser realizados acorde al principio de interés superior del menor. 
La responsabilidad parental acentúa la vertiente de las responsabilidades en vez los 
derechos, para destacar que las funciones esenciales a esta institución han de ser 
practicadas conforme al interés superior del menor. 
 
Principio del “Ius Visitandi”: En relación al régimen de contactos paterno –filial, se 
ha analizado el ius visitandi como un derivado del Derecho de relaciones de los hijos 
con los padres, en el cual, el principio de buena fe debe presidir el derecho de visita y 
la natural colaboración de ambos progenitores (SAPB 190/2009). La Constitución 
Española (1979) recoge en el art. 31-1 - Los poderes públicos aseguran la protección 
social, económica y jurídica de la familia, y en el art. 31-3, expone que: los padres 
deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del 
matrimonio, durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente 
proceda. 
 
Principio de “mínima intervención”: Concepto jurídico que rige y proviene del 
Derecho penal y su proceso. Este principio “supone que la sanción penal no debe 
actuar cuando existe la posibilidad de utilizar otros medios o instrumentos jurídicos no 
penales para restablecer el orden jurídico” (STS 6162 /2006), posee así el carácter de 
última herramienta en Derecho Penal, y por consiguiente, adicional a otras 
espacialidades del derecho, pero siempre supeditado al principio de legalidad vigente. 
Debe cumplir el principio de proporcionalidad, necesidad y utilidad. Es decir, que si se 
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sobrepasan sus límites se ocasiona una incongruencia evidente entre el recurso 
utilizado y el objetivo alcanzado.  
 
Procedimiento contencioso: Expediente judicial en que el litigio entre los cónyuges 
que no han logrado llegar a acuerdos, se disputan mediante el proceso judicial. 
 
Procedimiento de mutuo acuerdo: Expediente judicial en que el litigio entre los 
cónyuges que han logrado llegar a acuerdos con anterioridad, o durante el proceso 
judicial. 
 
Proceso judicial: el proceso judicial es una serie sucesiva y vinculada de actos 
jurídicos procesales desempeñados por órganos predispuestos por el Estado y por los 
particulares que intervienen en él, en forma discrecional o forzosa, en actuación de las 
facultades y en desempeño de las cargas dispuestas por la ley para el desempeño del 
derecho sustantivo, la restitución del orden jurídico alterado y la ejecución del valor 
justicia. 
 
Progenitor custodio: Padre o madre que ostenta la guarda y custodia de los hijos 
menores.  
 
Progenitor no custodio: Padre o madre que no ostenta la guarda y custodia de los 
hijos menores.  




Psicología jurídica: Comprende el estudio, elucidación, valoración, prevención, 
asesoramiento y tratamiento de los fenómenos psicológicos, comportamentales y 
relacionales que inciden en el proceder legal de los sujetos. Aplica los métodos 
propios de la psicología científica. 
 
Psicometría: Disciplina encargada del conjunto de procesos, técnicas y teorías 
implicadas en la medición y cuantificación de las variables psicológicas de la persona. 
 
Punt de trobada: Punto de encuentro institucional establecido para realizar contactos 
paterno-filiales supervisados por profesionales, para la protección del menor.  
 
Razonamientos judiciales o considerandos: Están basados en la lógica jurídica, y 
por consiguiente, afectos por la norma jurídica, relacionada con el derecho y con la 
conducta. La lógica de los razonamientos o considerandos, anticipa los criterios para 
examinar la racionalidad del fallo de la sentencia. 
 
Régimen económico matrimonial: Complejo de reglas que establecen y concretan 
los intereses financieros que rigen las relaciones interconyugales en el matrimonio y 
las relaciones con los terceros. Adquiere una importante relevancia en las separaciones 
o divorcios. 
Régimen de visitas: la ley establece el derecho de los padres de visitar a los hijos. En 
el caso de que la guarda y custodia se otorgue a uno de los cónyuges, el otro tiene 
derecho a visitarlos estableciendo unos horarios. 
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Régimen de visitas amplio: Cuando se acuerda un régimen de contactos del menor 
con el progenitor no custodio que favorece una mayor pauta de contactos que la 
estándar.   
 
Régimen de visitas estándar: Cuando se acuerda un régimen de contactos del menor 
con el progenitor no custodio que comprende fines de semana alternos, y periodos de 
festivos y de vacaciones de verano, navidades y semana santa, equivalentes a la mitad 
para cada ex cónyuge con el menor. 
 
Régimen de visitas restringido: Cuando se restringe el régimen de contactos entre un 
progenitor no custodio y el menor, a causa de una necesaria protección en beneficio 
del interés superior del menor. Puede ser pautada una restricción: a) del tiempo de 
disfrute de la relación, b) puede ser determinada en un punto de encuentro, c) de forma 
provisional, d) puede ser prohibida durante un tiempo determinado. 
 
Resolución de conflictos: Conjunto de conocimientos y prácticas para discernir e 
mediar en la resolución pacífica y no-violenta de los conflictos. 
 
Responsabilidad parental: Conforme al artículo 233-8, del Libro 2º del Código Civil 
catalán, sobre la responsabilidad parental, específica que la nulidad del matrimonio, el 
divorcio o la separación judicial no alteran las responsabilidades que los progenitores 
tienen respecto de los hijos de acuerdo con el artículo 236-17.1. En consecuencia, 
estas responsabilidades mantienen el carácter compartido y, en la medida que sea 
posible, se han de ejercer conjuntamente. E implica el reconocimiento legal de la 
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continuidad de las responsabilidades parentales, más allá de la separación 
matrimonial. 
 
Responsabilidad parental compartida: Ejercicio compartido por ambos progenitores 
sobre las responsabilidades parentales, independientemente del tipo de custodia 
ostentado. 
 
Restitución del menor: Procedimiento establecido en el convenio de la Haya de 
1980, para garantizar la restitución del menor al país de origen, cuya finalidad es el 
mantenimiento del status quo anterior a la sustracción ilícita provocada generalmente 
por un progenitor que no ostenta la custodia legal. 
 
Retirada de la potestad: En determinadas circunstancias, se puede pedir la retirada o 
suspensión de la potestad de un progenitor que haya incurrido en determinadas causas 
estipuladas en el código civil: a) demencia, b) ausencia prolongada, c) condición de 
incapacidad para administrar sus propios bienes, d) maltrato del menor, e) abandono 
del menor, f)  depravación incapacitante para el ejercicio de la potestad, etc. 
 
Sentencia: Forma normal de extinción del proceso, que comporta una tarea judicial de 
deliberación sobre los hechos, de estudio y evaluación, a fin de lograr los argumentos 
y conformarlos con lógica y coherencia concluyendo así el conflicto en cuestión. 
 
Teoría del caos: De Prigogine en lo esencial, sostiene que la realidad es una "mezcla" 
de desorden y orden, y que el universo funciona de tal modo que del caos nacen 
nuevas estructuras, llamadas estructuras "disipativas". Pero, se ha de tomar en 
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consideración que la teoría del caos no se opone radicalmente a la teoría determinista, 
en el sentido de proponer que sólo existe el caos y el azar. Prigogine plantea que el 
mundo no sigue estrictamente un modelo previsible y determinado, sino que tiene 
aspectos caóticos. Proviene del campo de la física; y en ciencias sociales interviene 
con modelos aparentemente aleatorios para crear series previsibles o predictivas en el 
estudio de eventos sociales y en el comportamiento humano.   
 
Teoría sistémica: Procede del estudio de la comunicación iniciado por Bateson en los 
años 50, que describió las relaciones simétricas y complementarias en los grupos 
sociales. Fundamentó la base para la terapia familiar y la terapia con pacientes 
esquizofrénicos y sus familiares. 
 
Triangulación: Concepto acuñado por Minuchin (1974) que describe una situación en 
que los padres, en conflicto manifiesto o latente, tratan de ganar en contra del otro 
progenitor, el afecto o apoyo del menor, lo que implica en el menor un conflicto de 
lealtades. 
 
Turno de intervención profesional: Lista o rol confeccionado por el Colegio Oficial 
de Psicología de Cataluña en el que se inscriben los peritos profesionales, y que se 
remite con una renovación anual a las distintas demarcaciones de partidos judiciales, 
para la intervención profesional por medio de insaculación. 
 
Tutela: Es la institución jurídica cuyo fin es la guarda de la persona y/o de sus bienes, 
de quien, no estando bajo la patria potestad, es incapaz de regirse por sí mismo por ser 
menor de edad o estar declarado como incapacitado. 
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Unidad familiar: Conjunto de todos los miembros que componen la unidad familiar. 
 
Validez del informe pericial: Conforme al art 335.2. del la LEC 1/2000, “al emitir el 
dictamen, todo perito deberá manifestar, bajo juramento o promesa de decir verdad, 
que ha actuado y, en su caso, actuará con la mayor objetividad posible, tomando en 
consideración tanto lo que pueda favorecer como lo que sea susceptible de causar 
perjuicio a cualquiera de las partes, y que conoce las sanciones penales en las que 
podría incurrir si incumpliere su deber como perito”. Además, por otra parte, la 
validez del informe pericial sobre la custodia de menores, es valida para el momento 
en que se realizó la exploración, pudiendo en otro momento y circunstancias variar, 
dada la dinámica cambiante de los menores de edad. 
 
Victimización secundaria del menor: La victimización secundaria se deriva de las 
relaciones entre la victima y las instituciones sociales (Albertin, 2006), quienes en 
algunas circunstancias no dedican la adecuada atención al menor, o por la  
intervención psicológica terapéutica o médica incorrecta propuestas por profesionales 
mal adiestrados para atender situaciones que requieren características específicas 
(Rozanski, 2003) 
 
Vínculo afectivo: Relación emocional primordial que hace referencia al vinculo 
establecido entre un progenitor y su hijo. 
  Vínculo afectivo autónomo, seguro y libre: La descripción del progenitor 
entrevistado es clara y coherente. Accede a los tópicos con facilidad y flexibilidad. 
Muestra capacidad de valoración de las experiencias de apego. Consigue con facilidad 
proximidad, confianza y reciprocidad de las relaciones íntimas (Fonagy, 2001, 2010). 
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Vínculo afectivo distante, defectuoso o despectivo: Su explicación es incoherente, 
incompleta con lagunas de memoria. Imagen idealizada o despectiva de sus padres. Se 
da desactivación de las experiencias de apego. Tiende a vivir sus relaciones como 
problemáticas y no le agrada la auto-revelación íntima (Fonagy, 2001, 2010). 
 
Vínculo afectivo enredado, preocupado: El entrevistado se muestra atrapado en sus 
experiencias pasadas de apego; los conflictos antiguos parecen estar absolutamente 
presentes. Muestra oscilación entre valoraciones positivas y negativas. Se da híper 
activación de la información sobre apego. Su atención suele estar sesgada hacia el 
afecto negativo. Se manifiestan relaciones simbióticas, celos y dificultades para las 
relaciones duraderas (Fonagy, 2001, 2010). 
 
Vínculo afectivo trauma no resuelto: Muestra desorganización y pérdida de 
coherencia cuando habla de una experiencia traumática o de una pérdida. Confusiones 
(de tiempo pasado – presente – lugar), lapsus, experiencias disociadoras o cuasi 
disociadoras (Fonagy, 2001, 2010). 
  
Violencia doméstica: Tipo de violencia desarrollada en el ámbito de la relación 
familiar por parte de un miembro contra otro o contra todos. Incluye el acoso, la 
amenaza, el hostigamiento, o el empleo de la fuerza física. 
 
 Violencia de género:  Tipo de violencia física o psicológica desarrollada contra 
cualquier persona en razón de su sexo o género. De relación asimétrica, que incide en 
la victima de forma negativa sobre su personalidad, identidad, y en su nivel de 
satisfacción social. 
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Protocolo ad hoc confeccionado por los autores: 
 









1  Madre 
2  Padre 
3  Juez 
4  Otros 
P R O F E S I O N A L! Titulación!académica!
1  Psicólogo 
2  Psiquíatra 
3  Trabajador     
Social 
4   Otros 
1!
Nº! EXPTE! J.I.! FECHA! N0COL!
Hombre! Mujer!
 
VARIABLE DESCRIPCIÓN CODIFICACIÓN 
E s p e c i a l i z a c i ó n, Nivel,de,formación,especíﬁca,forense,
1  Máster 
2  Postgrado 
3  Experto  
4  Otros 
F I R M A N T E S, Nº, de, profesionales, que,ﬁ r m a n, e l , i n f o r m e,
1  Uno 
2  Dos 
3  Tres 









VARIABLE DESCRIPCIÓN CODIFICACIÓN 
Tipo%de%Informe% Qué%0po%de%evaluación%se%solicita%al%perito%
1 Parentalidad 
2 Custodia exclusiva 
3 Custodia compartida 
4 Custodia repartida 
5 Alegaciones abusos  
6 Alegaciones toxicomanía 
7 Alegaciones traslados  





VARIABLE DESCRIPCIÓN CODIFICACIÓN 
E s t r u c t u r a c i ó n+











1 Numerar  
2 SI         NO   
3 SI         NO  









1 SI         NO 
2 SI         NO 
3 SI         NO 




VARIABLE DESCRIPCIÓN CODIFICACIÓN 
METODOLOGÍA* DEL*





3 Hijo 1º 
4 Hijo 2º 
5 Hijo 3º 
6 Pareja Padre 
7 Pareja Madre 
8 Todo el grupo 
5"
 
VARIABLE DESCRIPCIÓN CODIFICACIÓN 
METODOLOGÍA* DEL*



















VARIABLE DESCRIPCIÓN CODIFICACIÓN 
METODOLOG ÍA*






1 Padre  SI              NO 
2 Madre  SI             NO 
3 Hijo/a   SI             NO   




1 Padre   SI             NO 
2 Madre  SI             NO 
3 Hijo/a   SI             NO 
4 Otros   SI             NO  
7!
 
VARIABLE DESCRIPCIÓN CODIFICACIÓN 
METODOLOGÍA*DEL*










1 SI            NO 
2 SI            NO  
3 SI            NO 










5 SI            NO 
6 SI            NO 
7 SI            NO  




VARIABLE DESCRIPCIÓN CODIFICACIÓN 
METODOLOGÍA* DEL*












9 SI           NO  
10 SI         NO 
11 SI          NO 












1 SI           NO   
2 SI           NO 
3 SI           NO 



















1 SI           NO  
2 SI           NO 
3 SI           NO 














1 SI           NO   
2 SI           NO 
3 SI           NO 




VARIABLE DESCRIPCIÓN CODIFICACIÓN 












1 SI           NO  
2 SI           NO 
3 SI           NO 











5 SI           NO   
6 SI           NO 
7 SI           NO 
8 SI           NO 
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VARIABLE DESCRIPCIÓN CODIFICACIÓN 
R E S U L T A D O S* D E L*












1 SI           NO  
2 SI           NO 
3 SI           NO 
4 SI           NO  
CONCLUSIONES* DEL*













1 SI           NO   
2 SI           NO 
3 SI           NO 




VARIABLE DESCRIPCIÓN CODIFICACIÓN 
CONCLUSIONES) DEL)











5 SI           NO  
6 SI           NO 
7 SI           NO 












9 SI           NO   
10SI          NO 
11SI          NO 
12SI           NO 
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13SI           NO  
14SI           NO 
15SI           NO 





LA SENTENCIA JUDICIAL 
 
VARIABLE DESCRIPCIÓN CODIFICACIÓN 
Responsabilidades 
derivadas de la 
Patria Potestad de 










1 SI           NO  
2 SI           NO 
3 SI           NO 















5 SI           NO   
6 SI           NO 
7 SI           NO 















9   SI         NO  
10 SI         NO 
11 SI         NO 














13 SI         NO   
14 SI         NO 





VARIABLE DESCRIPCIÓN CODIFICACIÓN 
Medidas reguladoras 










1 SI           NO  
2 SI           NO 
3 SI           NO 












1 SI           NO   
2 SI           NO 
3 SI           NO 

















1 SI           NO  
2 SI           NO 
3 SI           NO 














1 SI           NO   
2 SI           NO 
3 SI           NO 
4 SI           NO 
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1 SI           NO  
2 SI           NO 
3 SI           NO 











5 SI           NO   
6 SI           NO 
7 SI           NO 















1 SI           NO  
2 SI           NO 
3 SI           NO 









1 SI           NO   
2 SI           NO 
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VARIABLE DESCRIPCIÓN CODIFICACIÓN 
Otras&Cues*ones&no&
especiﬁcadas&
1 SI           NO  
2 SI           NO 
3 SI           NO 
4 SI           NO  
1 SI           NO   
2 SI           NO 
3 SI           NO 
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